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Sabemos que para poder vivir en sociedad, el ser humano necesita ajustar sus actos a normas de conducta que le permitan el respeto a sus derechos, así como al de los demás con quienes convive que garanticen seguridad en el cumplimiento de sus obligaciones bajo un clima de libertad, independencia y seguridad.

Es así que el Estado, a través de la función primordial que tiene y que consiste en reglamentar esa convivencia social, emite, a través del órgano legislativo, las normas de orden jurídico que tienden a preservar esas libertades y que están encaminadas a la observancia estricta de lo que al grupo social conviene, es decir a mirar siempre por el bien común.

Son éstos los fines propios del derecho, es decir el bien común, la justicia y la seguridad que debe imperar en todo grupo social.

Es evidente, que a medida de que la población  aumenta, las relaciones interpersonales se acrecientan y con ello, la aplicación de las normas jurídicas que tienden a reglamentar o regular un sin número de conductas tanto de orden social, como político, económico y religioso crecen en mayor proporción. Consecuentemente, este aumento poblacional incrementa la resolución o solución de los conflictos de intereses que se dan por este tipo de relaciones y que requieren forzosamente la intervención del Estado, a través de los órganos jurisdiccionales para poder solucionarlos.

En otro aspecto debe mencionarse que causa también el incremento de conflictos de intereses la resistencia que el ser humano tiene a cumplir con sus obligaciones, a respetar la ley, y sobre todo al reconocimiento que debe hacer cuando su conducta por él desplegada atenta contra las normas previamente establecidas.

Esta resistencia a cumplir con las disposiciones señaladas por la ley, que si bien es propia de la naturaleza del ser humano, ya que no fácilmente se acepta que la conducta desplegada esté en contra de disposiciones de orden legal establecidas por el Estado, es el otro factor que repercute en el aumento de los conflictos de intereses que cotidianamente se presentan ante las autoridades jurisdiccionales.

Son, en mi concepto, los dos puntos esenciales o factores determinantes que han hecho que los órganos del Estado encargados de administrar e impartir justicia, se vean totalmente saturados de asuntos y que resulte materialmente imposible el que los resuelvan dentro de los términos que la propia ley impone a dichos órganos jurisdiccionales, lo cual implica el retardo en la solución de los mismos con la consiguiente inseguridad del gobernado que ve que su pretensión no puede ser acogida en forma inmediata y estima, que ello constituye una denegación de justicia y sobre todo fomentar un clima de inseguridad que no permite la tranquilidad en el desenvolvimiento de la vida cotidiana.

¿Cómo solucionar estos problemas?. Es la interrogante que a diario nos planteamos, quienes tenemos la difícil misión de resolver los  conflictos de intereses y preservar a través de nuestras resoluciones la paz  social, la seguridad jurídica y el bien común.

Ante lo primero, es decir el crecimiento poblacional y por ende el de incremento en los conflictos de intereses, nada se puede hacer.

En cuanto a lo segundo, la solución se encuentra en nuestras manos y primordialmente debemos señalar que como órganos jurisdiccionales nos encontramos debidamente comprometidos con la propia sociedad a la  que pertenecemos a dar seguridad jurídica a gobernado, pero también otorgar ésta en término breve para que no se rompa el estado de derecho y  se llegue a crear impunidad puesto que, quien está consciente de que ha infringido la ley, también lo está de que en la medida de que agote sistemáticamente todos los medios de defensa que tenga a su alcance, hará que la justicia no llegue en la forma que debiera ser, permitiéndole retardar el cumplimiento de su obligación y trayendo como consecuencia la poca eficacia de las disposiciones que regulan la convivencia social.

En nuestro sistema jurídico y a través del contacto cotidiano con los asuntos de los que tenemos conocimiento, fácilmente podemos advertir que el gobernado emplea todas las argucias necesarias para alargar los procedimientos, para hacerlos tortuosos y en una palabra para evadir al máximo el cumplimiento de sus obligaciones, y que, a sabiendas de que ha incurrido en una violación a esas normas de conducta, evita a toda costa su cumplimiento así, que la ley no desempeña la función propia para la que fue creada sino que, se sirve de ella en lugar de acatarse y cumplirla debidamente.

Así tenemos que el juicio constitucional, ha perdido hoy en día su esencia, ya no se da para proteger al gobernado de las violaciones a las garantías individuales por parte de las autoridades, sino que se  ha convertido, en especial en la materia civil, en una tercera instancia en la cual sólo se pretende eludir o retardar el cumplimiento de las obligaciones y no se conforma el gobernado con ello, sino que pretende a través de impedimentos o bien de quejas administrativas que se analice una cuestión ya debatida y decidida en primera, segunda instancia y en la vía de amparo, todo lo cual no sólo entorpece el cumplimiento estricto de la ley sino que dilata el procedimiento y crea un desmedido aumento en los asuntos que los Tribunales Federales deben de resolver.

El Poder Judicial de la Federación, atendiendo el reclamo de la población de que justicia que no es pronta,  no es justicia, se ha dado a la tarea de aumentar constantemente y en forma significativa sobre todo a partir del año 1985, los órganos jurisdiccionales que deben atender los conflictos de orden social.

Sin embargo, ésto ha producido un efecto contraproducente porque quien está acostumbrado a evadir su responsabilidad y a servirse de la ley, ve propicio su anhelo evasor, ya que tiene el alcance y con mayor  facilidad, órganos a través de los cuales no busca la tutela de garantías individuales, ni tampoco el establecimiento del estado de derecho, sino únicamente retardar la aplicación de la ley y pretender evadir, al máximo sus obligaciones. En este punto conviene señalar, que no sólo es el gobernado quien a toda costa no acepta su responsabilidad, sino también el profesional en derecho que lo asesora y que como perito en la materia, a sabiendas de que es irremediable que su cliente cumpla con la ley, hace uso de todos las argucias que la propia legislación señala para lograr al máximo el retardo de la justicia.

¿Qué hacer ante esta situación si se ha visto y probado, que no es con mayores órganos jurisdiccionales que habrá de solucionarse el problema?

Se considera que la solución es revisar a fondo el juicio constitucional, para regresar a la esencia misma de su creación, es decir la  tutela de la justicia federal a la violación de las garantías individuales.

Conforme a lo anterior, debe convenirse que probablemente sea éste uno de los motivos que inspiraron al Máximo Tribunal Constitucional, a insistir en las reformas que quedaron plasmadas en el Diario Oficial de la Federación, publicadas el día once de junio del año en curso y que en lo esencial determina en lo sucesivo  la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrá dejar de conocer todos aquellos asuntos que no revistan interés o trascendencia o que, en lo general la propia Suprema Corte estime innecesaria su intervención.

El principio anterior encuentra su antecedente en el writ of certiorari establecido en el Derecho Norteamericano.

Conforme a éste, la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de Norteamérica, determina si accede o no a revisar un caso, es  decir se otorga la facultad discrecional al máximo órgano colegiado para definir que casos desea analizar y resolver, y así, las partes que así lo soliciten, pedirán que éste emita un auto en que así lo decida.

La naturaleza de este derecho, se otorgó a la Suprema Corte por el Congreso Norteamericano y podemos señalar que es procedente  en la mayoría de los casos.

Ahora bien, este principio que en la actualidad sólo corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe incluirse como facultad a los órganos colegiados en materia de amparo; para ello resulta necesaria la adición o reforma a los preceptos de la Ley de Amparo y específicamente a los artículos que están comprendidos en el Capítulo Tercero del Título Tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, secciones primera, segunda y tercera, es decir el Presidente del Tribunal Colegiado a quien se le remite el juicio de garantías, deberá realizar un análisis minucioso en forma preliminar de la demanda de garantías y si advierte que el juicio constitucional ha sido interpuesto con el único fin de retardar el procedimiento y de hacer nugatoria la justicia pronta y expedita, ya que de las constancias que conforman los juicios naturales que se anexan al informe justificado, se desprende que está totalmente demostrado el incumplimiento de las obligaciones que se pretenden dilatar; que el juicio se ha seguido con todas las formalidades de la ley y que, se han otorgado las garantías constitucionales a que los artículos 14 y 16 consagran, en favor del gobernado, deberá determinar lo anterior y rechazar la demanda de garantías, ello desde luego con independencia de que pueda suscitarse alguna causa de improcedencia.

Con lo anterior, las atribuciones del Presidente del Tribunal Colegiado correspondiente se extenderán en cuanto a la responsabilidad que le compete y no quedarán limitadas en forma exclusiva a instaurar la tramitación del juicio de garantías sino que, de primera mano  realizará un estudio pormenorizado de la demanda de amparo y si estima que efectivamente pudiera darse el caso de que existan violaciones a las garantías individuales del quejoso, le dará curso, de no ser así, determinará que no existe razón para tramitar el juicio constitucional.

Con esto evidentemente, que las atribuciones de los Presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito no serían tan limitadas a las seis fracciones que establece el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Este principio, también debe de ser recogido en la propia ley en tratándose de la interposición de los Recursos de Revisión.

Podemos pensar, que esta facultad del Presidente del Tribunal Colegiado, es sumamente riesgosa puesto que se deja a su  decisión determinar qué asunto debe o no conocer el órgano colegiado al que pertenece, sin embargo, este pensamiento no puede tener sostén ni  jurídico, ni moral.

En efecto, si partimos de la base que quienes integran los Tribunales Colegiados de Circuito, son funcionarios de reconocida capacidad y honestidad ya que por ello, han alcanzado el cargo que ostentan, es indiscutible que ello garantizaría la decisión que al efecto tomaren amén de que, va su propia responsabilidad de por medio.

En otro aspecto, debe precisarse que como los actos del Presidente por disposición expresa de la Ley de Amparo no tienen efectos definitivos, la determinación que al efecto se tomare admitirá el recurso de reclamación y será entonces cuando los otros dos integrantes de dicho órgano confirmen o revoquen la determinación del Presidente.

Es factible pensar que con esto, no se resuelva el problema, porque entonces los Tribunales Colegiados se habrán de llenar de recursos de reclamación; sin embargo, si se reforma también la ley, en la medida de que de estimarse infundado el recurso de reclamación, se imponga una  sanción económica a la parte quejosa que lo formule y una suspensión temporal en el ejercicio profesional del abogado que lo asesore, de acuerdo  con la gravedad del caso ya que siendo perito en derecho conoce perfectamente que el recurso no puede prosperar, con ello quedaría totalmente  limitado dicho medio impugnativo para que, únicamente en los casos de error de apreciación del Presidente o de criterio de éste, pueda prosperar la reclamación correspondiente.

En otro orden de ideas, es también oportuno reformar las disposiciones que contienen la reglamentación de los impedimentos  y de las quejas administrativas en la medida de que si estos son promovidos sin causa o no son probados, no sólo se imponga la multa correspondiente a la persona que lo intente, sino también se sancione al abogado que lo asesore con la suspensión temporal del ejercicio de la profesión de abogado, ello con independencia también de las sanciones penales que en su caso pudiera incurrir.

Para estos efectos es necesario que los Recursos de Reclamación, los Impedimentos y las Quejas Administrativas, forzosamente estén formuladas no sólo por el gobernado, sino por el abogado que presta sus servicios profesionales a éste y que desde luego lo asesoró para la formulación de la demanda de garantías.

Cabe agregar, que la sanción determinada en la resolución que imponga la suspensión temporal del ejercicio de la abogacía, debe ser publicada en los diarios de mayor circulación y boletinada a  todos los órganos jurisdiccionales de la República Mexicana, puesto que de otra manera carecería de eficacia absoluta.

Resulta obvio señalar, que en la materia de las quejas  administrativas ésta facultad queda a cargo del Secretario Ejecutivo de Disciplina y que la determinación por él tomada, en el evento de no admitir quejas notoriamente improcedentes, pueda ser recurrida ante el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal quien en este caso, de confirmar la resolución impondrá la multa y la suspensión del ejercicio profesional.

Estos aspectos son o forman parte de algunos de los medios por los cuales, se pretende que la promoción del juicio constitucional se formule cuando efectivamente deba hacerse es decir cuando en verdad exista violación a las garantías individuales del gobernado, que los impedimentos y las quejas administrativas también se promuevan cuando existan pruebas y bases fundadas que ameriten la interposición de las mismas. Se estima que con ello, dejarán de proliferar juicios de amparo, quejas administrativas e impedimentos que no tienen más fin que el de retardar la aplicación del derecho.

Por último y de la mano de la anterior propuesta, conviene señalar que los plazos y términos que la ley determina para la resolución  de los juicios constitucionales, por el inmenso cúmulo de negocios que se tramitan, resulta casi imposible de ser acatado y consecuentemente en forma casi permanente se viene violando por todos aquéllos que impartimos la justicia federal; sin embargo, tan consciente está el Consejo de la Judicatura Federal de ese retardo en el cumplimiento de la resolución de los asuntos, en la mayoría de los casos es atribuible al cúmulo de trabajo, que al resolver las quejas administrativas sobre éste particular expresa que el lapso en el retardo de la resolución es comprensible y no emite sanción alguna.

Por esta razón y con el efecto de ajustar la conducta de Jueces, Magistrados y del propio Consejo de la Judicatura Federal a los lineamientos que la ley señale y que deben de ser estrictamente cumplidos, también habrá de ampliarse el término correspondiente conforme a lo que humanamente se estime necesario y prudente para resolver en forma adecuada los asuntos de los que conocen los órganos del Poder Judicial de la Federación.

En resumen y como conclusión a lo anteriormente expuesto es que  se propone la reforma y adición a diversos artículos tanto de la Ley de Amparo, como de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en los términos que a continuación se exponen:

LEY DE AMPARO.

ART. 71.- Cuando se deseche un impedimento siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá,  sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer una multa de treinta a ciento ochenta días de salario y, a su abogado una suspensión en el ejercicio profesional de quince días a seis meses, según la gravedad del caso....

ART 90.- (último párrafo) Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia…. impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan a la recurrente una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, y a su abogado una suspensión en el ejercicio de la profesión, de quince días a seis meses, cuando se advierta que con la interposición del recurso sólo se pretende retardar la ejecución de la sentencia de amparo.

ART. 103.-  El recurso de reclamación, es procedente contra los acuerdos de trámite....

Si se estima, que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente una multa de diez a ciento veinte días de salario, y a su abogado una suspensión en el ejercicio de la profesión, de quince días a seis meses.

Art. 179.- (Párrafo segundo) El Presidente del Tribunal Colegiado, teniendo a la vista las constancias de autos, examinará la demanda y si advierte que ésta se ha formulado con el único fin de retardar la ejecución del acto reclamado ya que, del estudio preliminar constate que se otorgaron las garantías de legalidad y audiencia a la parte promovente y que, no hay motivo para la tramitación de la demanda de garantías, emitirá resolución que, así lo declare y ordenará la devolución de los autos a las autoridades responsables.

ART. 184.-  El auto por virtud de cual, se turne el expediente al Magistrado relator, tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los treinta días naturales siguientes, por unanimidad o mayoría de votos, (fracción II). 

ART. 211.- Fracción IV, al quejoso que con el único fin de retardar el cumplimiento del acto reclamado promueva el juicio constitucional, se le impondrá una sanción de treinta a ciento ochenta días de salario y al abogado del promovente del amparo, que a sabiendas de que no hay motivo para instar el juicio constitucional y que su promoción sólo permitirá retardar el cumplimiento del acto o actos reclamados, una suspensión en el ejercicio de su profesión, de quince días a seis meses y, en caso de reincidencia, en forma definitiva.

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 

DE LA FEDERAClON.

ART. 41.- Son atribuciones.... Fracción Vl. Examinar la demanda  de garantías con base en los planteamientos que en la misma se efectúan y a las constancias de autos así como a los informes rendidos, para determinar, si en el caso, el Tribunal Colegiado debe o no conocer del juicio de garantías, exponiendo lo anterior en forma fundada y motivada.

ART. 132.  Párrafo tercero. El Secretario Ejecutivo de  Disciplina analizará el escrito de denuncia y de estimarlo procedente le dará  curso, y cuando advierta que la queja administrativa no encuentra sustento jurídico alguno ni tampoco está apoyada en pruebas o elementos suficientes como lo señala el párrafo anterior, o bien que con ella sólo se pretende dilatar la ejecución del acto reclamado, la desechará de plano.

De esta resolución procederá el recurso de revocación que deberá intentarse en el término de tres días ante el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 

ART. 139. Si el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, el Consejo de la Judicatura Federal o su Presidente estimaren que la queja fue interpuesta sin motivo se impondrá al quejoso una multa de treinta a ciento ochenta días de salario y al abogado de éste una suspensión en el  ejercicio de la abogacía, por el término de quince días a seis meses, de acuerdo a la gravedad de caso y, de existir reincidencia, la suspensión será en forma definitiva.

De esta resolución, se remitirá copia a todos los órganos  federales y del orden común de la República para el efectivo cumplimiento de la sanción impuesta, debiendo darse publicidad a la misma, en el Diario Oficial de la Federación.

COMENTARIO FINAL.

Las consideraciones anteriores son, en concepto del suscrito una forma de limitar el juicio constitucional y hacer que éste  realmente recobre la esencia y razón de ser, desde luego que para una efectiva aplicación del juicio de garantías se estima necesario no una reforma a la Ley de Amparo sino una nueva Ley, que permita que el juicio constitucional sea realmente una garantía para el gobernado y no como se ha convertido en la actualidad, lo cual ha demeritado el funcionamiento de los órganos encargados de la administración de justicia, un instrumento que sólo pretende usarse para evadir el cumplimiento de la Ley.

De igual forma se estima necesario también, la elaboración de una nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que contemple y regule específicamente las funciones de los órganos del Poder Judicial de la Federación ya que la que se encuentra en vigor, suprimió ordenamientos que eran necesarios y que sin embargo no se previeron, bien para sustituirlos por otros, bien para considerar situaciones que siguen presentándose y que, por laguna de la ley sólo constituyen un obstáculo más para la administración pronta de la justicia.
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ADICIÓN A LA FRACCIÓN Xl DEL ARTICULO 95 DE LA LEY DE AMPARO.

En  nuestro  país,  el juicio  de  amparo constituye la institución jurídica protectora de las garantías individuales de los gobernados frente al poder público, V es el medio por el cual es factible combatir la inconstitucionalidad de cualquier acto que emita una autoridad con independencia de su rango o jerarquía.

Por su importancia debe ser accesible a todo gobernado, por lo cual los mecanismos para lograr su eficacia deben  ser  lo  suficientemente  precisos  y definidos de manera que no se presten a confusiones y permitan que el gobernado pueda lograr el objetivo que se  propuso  al  haber acudido ante  los  órganos jurisdiccionales para solicitar la protección de la Justicia Federal, desde luego sin apartarse de los aspectos técnicos que deben ser siempre observados en toda gestión ante un tribunal, porque siendo el derecho una ciencia, debe contener una metodología para su aplicación, y así se ha conceptuado en razón a la actividad  intelectual  que  tiene  por  objeto  el conocimiento racional y sistemático de los fenómenos jurídicos. Sin embargo, no debe olvidarse que si el juicio de amparo tiene como objetivo el garantizar un estado de derecho justo, las normas que lo regulan deben tener una vigencia real que más allá de formulismos, permitan que se cumpla cabalmente su finalidad cuando se demande la protección de la justicia federal.

Si bien se parte de la base de que los juzgadores tienen el propósito de sujetarse al estricto cumplimiento de sus deberes de impartición de justicia, también lo es que cuando quienes resienten la aplicación  de  la  ley  y  se  estiman  afectados indebidamente por una decisión,  deben  tener la posibilidad de solicitar la reparación de los agravios que sostengan haber resentido por las decisiones de las autoridades jurisdiccionales, por lo que es preciso contar con medios para tal efecto, los cuales debe establecer el legislador como recursos, ello a fin de que el gobernado tenga el máximo de seguridad de la certeza de los fallos de los órganos impartidores de justicia, pues en todo proceso existe un principio general de impugnación, o sea, que las partes tengan los medios para combatir las resoluciones de los tribunales cuando éstas no resultan apegadas a derecho. 

Esto es, por recurso debe entenderse el medio de impugnación que se interpone contra una resolución judicial pronunciada en un proceso va iniciado, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de manera excepcional ante el mismo juzgador, con el objeto de que dicha resolución sea revocada, modificada o anulada. 

La existencia de recursos viene a constituir una de las garantías más importantes dentro de un sistema jurídico para lograr la plena legalidad de las determinaciones judiciales, pues la sociedad  reclama  un sistema de justicia que permita de manera plena y eficaz el ejercicio de las garantías que establecen las leyes, apoyado en la garantía que establece el artículo 17 de la Constitución Federal. 

Tratándose del amparo indirecto el legislador ha establecido como recursos procedentes, los de revisión, queja y reclamación, conforme al artículo 82 de la Ley de Amparo.

Para efectos de esta ponencia me permito citar como punto de referencia el axioma que establece: “EADEM RATIO EADEN DISPOSITIO", el cual consiste en que cuando existan situaciones similares derivadas de una misma razón generadora, debe aplicarse una misma disposición para tomar la resolución correspondiente.

Las hipótesis de procedencia del recurso de revisión  en  materia  de  amparo,  se  encuentran establecidas en el artículo 83 de la Ley de Amparo, y en cuanto al tema de este trabajo es de mencionarse que en la fracción I de ese precepto, se dispone lo siguiente: 

“Procede el recurso de revisión: I - Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que deseche o tenga por no interpuesta una demanda de amparo.”

El conocimiento de ese recurso corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito de acuerdo a lo dispuesto por la fracción  del articulo 85 de la misma Ley, el cual debe ser interpuesto por conducto del juez de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio de amparo conforme a la primera parte del primer párrafo del artículo 86 del mismo ordenamiento legal, y deberá hacerse en el término de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, como se previene en la segunda parte de ese párrafo del mismo artículo 86.

El desechamiento de una demanda de amparo indirecto obedece a que exista una causa  notoria de  improcedencia, de acuerdo  con   el   artículo 145 de la  Ley  de  Amparo,  el cual señala lo siguiente:

El juez de Distrito, examinará ante todo, el escrito de demanda;  y  si  encontrare motivo manifiesto  e  indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado;

En  tanto  que  la  determinación de tener por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, es consecuencia fundamentalmente de que en la misma, a pesar de la prevención que se formule al quejoso, no hubiere llenado los requisitos que señala el artículo 116 de la Ley de Amparo, no hubiere hecho las aclaraciones razón, de manera que si no se establece la posibilidad de combatir el desechamiento parcial de una demanda con el recurso de revisión, el medio idóneo es el de queja conforme  a la jurisprudencia número  439 derivada de  la  Contradicción  de  Tesis  26/90, publicada en la página 292 y siguiente del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación l9l7-l995, cuyo texto es el siguiente: 

QUEJA, PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA RESOLUCIONES QUE DESECHAN PARCIALMENTE UNA DEMANDA DE GARANTIAS.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, procede el recurso de queja contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito o el superior del Tribunal a quien se impute la violación, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva. Ahora bien, en los casos en que el juez de Distrito admite sólo en parte una demanda de amparo y la desecha en cuanto a ciertos quejosos o autoridades responsables, el recurso que la parte quejosa debe interponer en contra del desechamiento parcial de esa demanda es el de queja, dado que se trata de una resolución emitida durante la tramitación del juicio de amparo que no admite el recurso de revisión, puesto que una correcta interpretación de la fracción I del artículo 83 de la Ley citada, permite concluir que dicho recurso procede únicamente contra las resoluciones que desechan la demanda de amparo en su totalidad y las que dan por concluido el juicio de garantías. A esa conclusión se llega, tomando en cuenta, además, que todos los casos en que procede el recurso de revisión, se refieren a resoluciones que dan por terminado el juicio de amparo o el incidente de suspensión, de lo que se deriva, si se atiende al sistema de tramitación de los recursos de queja y de revisión, dados los términos en que se encuentran redactados los artículos 83, 89, 95, 98 y 99 de la Ley de Amparo, que el recurso que se interponga contra las resoluciones emitidas durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión fuera rápido y sencillo, dejando abierta la opción de suspender el procedimiento en determinados casos, como dispone el artículo 101. Esto no sucede con el recurso de revisión cuya substanciación es más compleja y, por lo mismo, implica mayor dilación. Como en el supuesto de que se trata, se debe seguir actuando dentro del expediente, por cuanto se refiere a la parte de la demanda que fue admitida, y toda vez que el recurso de revisión no prevé la suspensión del procedimiento de este caso, el recurso procedente debe ser el de queja.

También  suele  suceder que  el  quejoso presente una demanda de amparo en la que solicite la suspensión de oficio de los actos reclamados, en los casos previstos por el artículo 17, en relación con el 123, ambos de la Ley de Amparo, y el juez declare su incompetencia  legal  para  conocer  de  la  misma omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, a pesar de que en observancia a lo dispuesto por el articulo 54 de la referida ley, debe pronunciarse respecto de la suspensión sin perjuicio que, desde un principio sostenga la incompetencia de plano para conocer del juicio. Sobre el particular la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia 5/90, ha sustentado criterio en el sentido de que es procedente el recurso de queja en términos de la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo en contra de una resolución de incompetencia que omita proveer respecto de la suspensión de oficio, tesis la cual aparece publicada en la página 71 de la Gaceta  número 35  de la Octava Epoca del Semanario Judicial   de la Federación, correspondiente al mes de noviembre de mil novecientos noventa,  con  el  siguiente  texto:

QUEJA, RECURSO DE. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE UNA RESOLUCION DE INCOMPETENCIA QUE OMITA PROVEER RESPECTO DE LA SUSPENSION DE OFICIO.  Cuando en una resolución el juez de Distrito se declara incompetente, sin proveer respecto de la suspensión de oficio, los efectos de ese acto irregular equivalen a una negativa y esa resolución es recurrible mediante el recurso de queja, en términos del artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, pues se trata de una resolución irregular que tiene un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso.” 

Habiéndose tomado como premisa fundamental la de que cuando se combate una resolución de incompetencia que hubiese omitido proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, se estaba cuestionando una resolución irregular, teniendo la misma un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso, equivalente a una negativa de la suspensión.

Se   estima   conveniente   referir   lo correspondiente al recurso idóneo contra la negativa o concesión de la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues en la legislación vigente no se encuentra establecida de manera precisa el medio de impugnación que procede en esos supuestos ya que en ninguna de las hipótesis de los artículos 83 y 95 de la Ley de Amparo relativas a los recursos de revisión y de queja, respectivamente, se señalan, pues a virtud de la iniciativa presidencial de quince de noviembre de mil novecientos ochenta y cinco, se estableció el inciso b) de la fracción II del articulo 83 de la Ley de Amparo para determinar  la  procedencia del recurso de revisión contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del Superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales concedieran o  negaran la suspensión de oficio; pero ahora esa disposición ,ya no aparece en vigor. Sin embargo, del párrafo tercero del articulo 89 de la Ley de Amparo cuyo texto es el siguiente: 

"Tratándose  del  auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo  deberá  remitirse  al  Tribunal  Colegiado  de Circuito copia certificada del escrito  de  demanda, del    auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya   interpuesto  el recurso de revisión, con expresión de la fecha y hora del recibo.”,
de lo que se infiere la procedencia del recurso de revisión contra tales determinaciones, por ello al margen de lo cuestionable sobre la instauración de recursos por analogía, lo cierto es que buscando un medio de reparación, es factible ubicarlo dentro de la hipótesis que señala el inciso a) de la fracción II del artículo 83 de la Ley de Amparo que establece la procedencia de la revisión contra las resoluciones que nieguen o concedan la suspensión definitiva de los actos reclamados; lo anterior sólo para los efectos de señalar todos los supuestos que abarcan la propuesta que se contiene en este estudio.

En suma, de lo anterior se puede establecer que contra las resoluciones que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto procede el recurso de revisión; contra el desechamiento parcial de una demanda de amparo indirecto procede el recurso de queja; contra el acuerdo en que se hubiere declarado la incompetencia legal para conocer de una demanda de amparo indirecto omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de queja; contra los autos que admitan demandas notoriamente improcedentes procede el recurso de queja, y; contra el acuerdo que niega o concede la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de revisión.

Lo anterior permite formular el siguiente planteamiento: primero, la necesidad de establecer la procedencia de un recurso de la misma naturaleza contra los proveídos del juez de Distrito o el superior del Tribunal responsable que desechen o que tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, contra los que la desechan parcialmente contra los que declaren la incompetencia de plano para conocer de una demanda en cuanto omitieron proveer respecto a la suspensión de oficio de los actos reclamados, contra los acuerdos que nieguen o concedan a suspensión de plano de los actos reclamados, y contra los acuerdos que las admitan cuando alguna de las partes estime que era notoriamente improcedente, y; segundo, definido lo anterior, señalar el mecanismo  eficaz para que  el Tribunal  Colegiado de Circuito, a quien corresponde conocer del recurso, por razón de jerarquía, resuelva con la prontitud el medio de defensa interpuesto en esos supuestos.

Para sustentar la propuesta a fin de definir lo anterior, es conveniente mencionar que en la iniciativa del Presidente de la República de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y tres para modificar diversas disposiciones de la Ley de Amparo, entre ellas las relativas al recurso de queja, propuso la adición del artículo 95 de la Ley de Amparo, con la fracción XI, para establecer la procedencia de ese recurso contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable en su caso, que concedan o nieguen la suspensión provisional de los actos reclamados.  Se expuso como razones para ello, que debido, por una parte, al enorme recargo de labores de los jueces de Distrito, y, por otra parte, al plazo tan breve en el cual deban resolver sobre la medida de urgencia regulado por el artículo 130 de la Ley de Amparo, resultaba necesario que las partes tengan la posibilidad de acudir ante los Tribunales Colegiados para que éstos puedan corregir los errores en que incurran los juzgados de primer grado. 

Así, estimo que la solución al planteamiento formulado es lo siguiente:

a). - En primer término, partiendo del principio de seguridad jurídica de los gobernados, que se establezca la procedencia de un solo recurso en contra de los acuerdos que desechen en su integridad o en parte una demanda de amparo indirecto, la tengan por no interpuesta, declaren la incompetencia de plano sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, nieguen o concedan la suspensión de oficio de los actos reclamados, así como contra los acuerdos que las admitan y que alguna de las partes considere que era notoriamente improcedente, pues si se está tratando en todos esos supuestos de lo referente al proveído inicial que debe recaer a la promoción de una demanda de amparo, tendría mayor seguridad jurídica el quejoso o el inconforme contra el proveído relativo, al disponer de un solo medio de reparación, que debe ser el de queja y no una diversidad de recursos con tramitaciones diferentes; y 

b).- Que tal hipótesis de procedencia del recurso de queja se ubique dentro del supuesto que ha establecido de manera sumarísima el legislador en la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, primero porque suele suceder en la práctica que una demanda es desechada  total  o  parcialmente  por notoria improcedencia o tenida por no interpuesta, y el quejoso hubiera solicitado la suspensión provisional del acto reclamado correspondiente, y no será hasta que se tramite y resuelve el recurso de revisión, y en caso de que se determine que indebidamente fue desechada total o parcialmente la demanda o tenida por no interpuesta, cuando la autoridad en caso de que la admita, provea sobre la suspensión provisional del acto reclamado, para lo cual transcurrió un período en el cual bien pudo ejecutarse el   acto  reclamado de manera irreparable para el quejoso; o que el órgano jurisdiccional se haya declarado incompetente de plano para  conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues no será hasta que se avoque al conocimiento la autoridad a quien se declinó la competencia o se resuelva el conflicto correspondiente, cuando se subsane la omisión, ya que tratándose de competencia los particulares no pueden tener  participación  porque  es  un  aspecto  que corresponde sólo a los órganos jurísdiccionales, como se advierte de la jurisprudencia 35/97 del Pleno de la Suprema Corte  de Justicia de la Nación, cuyo título es el siguiente: "INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA DICTADA EN LA  AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO ES RECURRIBLE EN REVISIÓN", y segundo, porque partiendo de las mismas razones que se invocaron en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial para instituir la hipótesis de la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, se establezca el mismo mecanismo que ha resultado lo suficientemente ágil y que es el contenido en el último párrafo del articulo 99 de la misma Ley, que permite que a la brevedad un Tribunal Colegiado ante la inconformidad de alguna de las partes cuando se dé alguno de los referidos supuestos pueda corregir las irregularidades en que hubiere incurrido la autoridad que conoció de la demanda de amparo, pues también suele suceder que al haberse admitido una demanda notoriamente improcedente y concedido la suspensión provisional de los actos reclamados, ésta surta sus efectos de manera ilegal en perjuicio de la parte tercera perjudicada o de la sociedad.

Por último, es de advertirse que si en la jurisprudencia 10/92 de la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación publicada en la página 346 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial  de la Federación 1917-1995, con  el siguiente texto:

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS.  El artículo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, que establece la procedencia del recurso de queja en contra de las resoluciones pronunciadas por los jueces de Distrito en las que concedan la suspensión provisional, debe entenderse en el sentido de que comprende a los acuerdos que tengan relación con esa medida cautelar, por lo que también abarca las condiciones que se fijen al quejoso para que aquélla surta efectos, toda vez que tales premisas no pueden desvincularse la una de la otra, pues su coexistencia se da al formar parte del mismo acto en que se concede la suspensión de los actos reclamados; por tanto, es procedente el recurso de queja cuando sólo se impugnen las condiciones fijadas para que la suspensión surta sus efectos.

se ha establecido la procedencia del recurso de queja en términos del articulo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, contra la determinación que establece los requisitos para que surta efectos la suspensión provisional de los actos reclamados, pues en efecto si la existencia de esa hipótesis obedeció a la necesidad de que el quejoso cuente con un medio de defensa contra las resoluciones que concedan la suspensión provisional de los actos reclamados, entonces los requisitos de efectividad de la medida cautelar forman parte del proveído concesorio y quien esté inconforme con los mismos debe tener a su alcance ese medio de impugnación para cuestionarlos; entonces es conveniente por razones de seguridad jurídica de las partes en el juicio, que ese supuesto se fije en la Ley de la Materia.

Lo anterior constituye un medio para lograr una mejor eficacia en la impartición de la justicia, por la unidad en la existencia de recursos y rapidez en la solución de los mismos, a fin de lograr ese estado de derecho que la sociedad demanda al tener a su alcance una eficiente solución a los problemas jurídicos que resultan en la tramitación de los juicios de amparo, cuya institución constituye la protección y salvaguarda de los derechos de los gobernados frente al poder público a efecto de evitar la afectación de manera arbitraria de sus garantías individuales y que se corrijan oportunamente las decisiones incorrectas de los órganos a quienes se encomienda el trámite y solución de los juicios de amparo indirectos.

Por tanto, se propone por una parte derogar la fracción 1 del artículo 83 de la Ley de Amparo, y por otra adicionar la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

ART. 95.- El recurso de queja es procedente:

...XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que admitan o desechen total o parcialmente una demanda de amparo o la tengan por no interpuesta; en aquéllas que concedan o nieguen la suspensión provisional o de oficio de los actos reclamados, y en caso de que decreten esa medida cuando se impugnen las condiciones fijadas para que surta sus efectos, y cuando la autoridad a quien corresponda conocer de la demanda de amparo se declare incompetente de plano para conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados.

ARTURO HERNANDEZ TORRES.


LA SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL.

En el artículo 107 de la Constitución Federal se fijan las bases que sustentan al juicio de amparo; ahí se encuentra una serie de principios que deben aplicarse a aquél, dentro de los cuales está el "de estricto derecho" que se identifica con el principio procesal de congruencia y exige que el Juzgador de amparo limite la función Jurisdiccional a resolver sobre los actos reclamados y los conceptos de violación hechos valer en la demanda; es decir, el Juzgador no puede hacer consideraciones de inconstitucionalidad o ilegalidad que no se hubieren planteado en la demanda.

Concretamente el principio "de estricto derecho" está contemplado en el artículo 107, fracción II, primer párrafo, de la Constitución General de la República; dicho precepto prevé: "La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de los individuos particulares limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o acto que la motivare".

Cuando se habla de que un principio rige una institución (en este caso el juicio de amparo), se considera regla general, misma que se debe observar y para ser confirmada requiere de excepciones. En su origen, el principio "de estricto derecho" era regla general que normaba a los juicios constitucionales; su excepción era la suplencia de la queja la cual sólo operaba en casos especiales  y  concretos. La evolución del juicio de garantías ha permitido que  la aludida excepción se esté consagrando como una regla general, así  se observa que se aplica en materia administrativa, civil y mercantil en donde en otras épocas la suplencia era vedada.

El principio "de estricto derecho" debe ser observado por la autoridad que conoce del juicio de garantías, es decir, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y Unitarios así como los Jueces de Distrito.

Otra nota que distingue al principio de que se viene hablando, es que regula a la sentencia de amparo y que sirve de advertencia al quejoso y a su patrocinador para que se esmeren en  la formulación de la demanda, ya que si el acto reclamado no es atacado adecuadamente a través de los conceptos de violación, el Juzgador no podrá suplir sus deficiencias y,  obviamente, se obtendrán resultados negativos.

El principio “de estricto derecho" es desarrollado en la Ley de Amparo en los artículos 76, 76 bis (interpretado a contrario sensu) y 78. El articulo 76 bis, contiene las hipótesis en que el Tribuna de amparo tiene la obligación de suplir la deficiencia de la queja, lo que quiere decir, en sentido contrario, que mientras el asunto no esté comprendido dentro de esas hipótesis, el juicio de garantías estará siempre regido por el principio "de estricto derecho".

La  idea  de  presentar  este  trabajo  se  apoya fundamentalmente en las fracciones 1, IV y VI del artículo 76 bis. Cuando se trata del juicio de amparo; en que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe suplirse la deficiencia de los conceptos de violación. Recientemente la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación, declaró inconstitucional el artículo 1°.  de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. Al tener conocimiento de esta Jurisprudencia, los Tribunales que conocen del juicio de garantías la aplicaron de inmediato y las reflexiones vinieron después, a virtud de que el juicio laboral se inició ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y el demandado no opuso la excepción de incompetencia, lo cual obligaba a aquél a dictar el laudo correspondiente.  Entonces el quejoso planteaba  en los conceptos de violación la incompetencia Legal de aquél Tribunal. Cuando ese tipo de asuntos fue del conocimiento del Tribunal al que pertenezco, siempre fui de la idea de que la Jurisprudencia se aplicara de inmediato para así lograr que el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje se declarara incompetente, sin importar si quien peleaba esa situación había planteado o no la excepción correspondiente. Sin embargo, el Alto Tribunal de la Federación ha indicado a través de la tesis aislada 2a. XIX/99, visible en el Tomo IX, marzo de 1999, página 307, materia laboral, que si el quejoso tuvo conocimiento de la Jurisprudencia, debió invocaría ante la autoridad instructora del proceso laboral.

A partir de 1 995, la Honorable Suprema Corte de Justicia ha sido más abierta hacia los temas jurídicos, por tanto,  imbíbitamente plasma su deseo de que los juzgadores de amparo, no seamos rígidos, que procuremos la impartición de justicia en su máxima expresión, por eso cuando el juzgador que conoce del amparo observa que la Ley que rige el acto reclamado ha sido declarada inconstitucional, no encuentro justificación legal para exigir al quejoso que tenga que  hacer valer ese derecho durante el procedimiento y en la etapa procesal correspondiente. De acuerdo con el artículo 192 de la Ley de Amparo, la Jurisprudencia es obligatoria para las autoridades a que dicho precepto se refiere, mas no para los particulares, que es la pretensión de la tesis; pero independientemente de ello, se lograrían mejores encauzamientos de justicia si la autoridad que conoce del juicio natural  aplica oficiosamente la jurisprudencia que declara inconsitucional una ley pues de otra forma no se lograría el propósito del artículo 17 de la Constitución Federal, es decir no sería correcto que una autoridad emitiera su resolución en contra de un gobernado a sabiendas de  que es incompetente legalmente para conocer del juicio sometido a su consideración.

Tema diferente es el de la suplencia de la queja contemplado en la fracción IV del artículo 76 bis. de la Ley de  amparo. En la compilación de 1 975, Tomo relativo a la Cuarta Sala, página 67, 68 y 69, dicho Alto Tribunal de la Nación,  sostuvo que tratándose de amparos interpuestos por trabajadores debe  suplirse la deficiencia de la queja aun en ausencia total de  conceptos de violación. El rubro de esa tesis relacionada dice lo siguiente: “COPIAS PARA EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO (SUPLENCIA DE LA QUEJA)". No fue sino hasta el 1O de Octubre de 1 994, cuando la Cuarta Sala citada, emitió la Jurisprudencia número 47/94, por mayoría de 3 votos, en la que consideró que para que el Tribunal de amparo esté en aptitud de aplicar la suplencia de la queja, tratándose de amparos promovidos por el Trabajador, era necesario que en la demanda se expresaran, de alguna manera, conceptos de violación o un agravio, porque la fracción II, que regula la materia penal, solo autoriza la suplencia aun en ausencia total de conceptos de violación.

La actual Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación interrumpió la Jurisprudencia a que se refiere el  párrafo anterior, para considerar que la suplencia de la queja opera aun  ante la falta de conceptos de violación. Este es el criterio que actualmente prevalece.

Los elementos antes descritos permiten apreciar que la Ley es omisa en establecer con toda claridad la verdadera intención de suplir la deficiencia de la queja en materia laboral; esas obscuridades han tenido que ser aclaradas por la H. Suprema Corte de Justicia, con criterios de interpretación diferentes. Tal vez en esta parte el tema resulte trillado; pero ahora que tengo oportunidad, deseo expresar mi opinión.

La suplencia de la deficiencia de la queja ha tenido fuente principal de implantación, las interpretaciones jurídicas  que a lo largo de la historia ha hecho la Suprema Corte de  Justicia de la Nación, pensamientos que han sido recogidos por los diferentes ordenamientos que preceden a la Ley de Amparo. Siempre se ha pensado en proteger con esa institución a la parte más débil; pero tampoco podemos dejar de advertir que los tiempos han cambiado radicalmente, a tal grado que no permanecen las mismas circunstancias ahora, que las que rigieron el pasado y si bien se  dijo que la suplencia se aplicaría en toda su extensión, ello se debió al gran atrazo jurídico intelectual que tenía nuestro pueblo; desde luego que esto ya no es del todo prevaleciente por eso es que en la evolución de esa suplencia o quiza en busca de la perfección, ya no debería permitirse que en materia laboral se supla la queja a favor del trabajador aun en ausencia total de conceptos de violación.

El tercer punto de este Trabajo tiene como su base principal la correlación que a mi juicio debe hacerse de las fracciones IV y VI, del artículo 76 bis, de la Ley de Amparo. La última de las fracciones anotadas establece que debe suplirse la deficiencia de la queja cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta a la Ley que lo  haya dejado sin defensa. El problema radica en que en su apreciación literal está permitida la suplencia "EN OTRAS MATERIAS", lo que quiere decir a simple vista que en materia laboral, dicha institución sólo se aplica a favor del trabajador. El máximo Tribunal del país debería interpretar todas estas disposiciones del 76 bis, para llegar a concluir que en el concepto "OTRAS MATERIAS" también debe incluirse a la laboral, cuando se advierta que el patrón ha quedado sin defensa.  Esta posición se apoya fundamentalmente en la experiencia vivida pues en muchas ocasiones se observa que los laudos impugnados a través del amparo por los patrones, carecen de alguna firma de los integrantes de la Junta o que tratándose de resoluciones que ponen fin al juicio de tercería, son dictados  por el Presidente de la Junta quien carece de toda facultad legal para  ello y sin  embargo,  los  quejosos  patrones  no se  percatan  de  esa circunstancia con lo cual se observa que hay una manifiesta  violación de la Ley que bien podía ser suplida por el órgano que conoce del amparo. La Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que es totalmente improcedente la suplencia de la deficiencia de la queja a favor de la parte patronal; fundamentalmente se apoya en que la fracción IV, del artículo 76 bis, señala que en materia laboral sólo se aplica a favor del trabajador; esto es cierto, pero esta parte no debe interpretarse en sentido literal ni aislado sino, como en otras ocasiones lo hace el Máximo Tribunal. Si llegara a buscarse la correcta armonía del precepto 76 bis, nada impediría que también los patrones fueran beneficiados con esta medida. La Jurisprudencia número 42/97, ha tenido ciertas modificaciones en cuanto la misma Segunda Sala consideró, en correcta interpretación, que tratándose de los sindicatos quejosos, debe suplirse la deficiencia de la queja en dos casos específicos:

1.-
Cuando al Sindicato se le niegue el registro; y

2.-
Cuando  impugne  la  resolución  que  declara   inexistente la  huelga.

Hasta donde tengo conocimiento, antes no se permitía la suplencia de la queja a favor de los Sindicatos; pero ahora la Suprema Corte sí armonizó estos preceptos en forma adecuada para considerar procedente esa medida a favor de aquellos grupos inexistente sociales. Insisto, de esa misma manera debería buscarse la esencia del artículo 76 bis, para lograr un avance más en la aplicación de la institución a favor de los patrones, claro en ciertos casos específicos.

CONCLUSlONES.

PRIMERA.- La suplencia de la deficiencia de la queja debe aplicarse en todos los casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya declarado inconstitucional una Ley, independientemente de cuál sea el estado del juicio o que lo hayan hecho o no valer las partes.

SEGUNDA.-  En  los amparos promovidos por los trabajadores debe condicionarse la suplencia de la queja a que exista un principio de concepto de violación o de agravio.

TERCERA.- Debe suplirse la deficiencia de la queja a favor de los patrones cuando se advierta que se le ha dejado en total estado de indefensión.

JOSÉ MANUEL HERNÁNDEZ SALDAÑA

PROPUESTAS:

Reforma al Título del Capítulo III del TITULO SEGUNDO (DEL JUICIO DE AMPARO ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO), cuyo texto actual es el  siguiente: 

                           CAPÍTULO III

         De la suspensión del acto reclamado

Se propone que el título anterior se reforme, para quedar como sigue:

                            CAPÍTULO III

De la suspensión de los efectos  del acto reclamado

 

        -     2       -

Asimismo, propongo que se reforme el texto del artículo 124 de la Ley de Amparo, cuyo texto es del siguiente tenor: 

Art.124.- “Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes: I. Que la solicite el agraviado; 
II. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público. Se considerará, entre otros casos, que si, se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión: se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a  artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo  o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; III. Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto. el juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio”.

Propongo que el texto anterior se reforme para quedar de la siguiente manera: 

Art. 124.- “El juez decretará, a petición de parte, que cesen los efectos del acto reclamado cuando se surtan integralmente los siguientes supuestos: I. Sea necesario decretarla para mantener la materia del Juicio de Amparo y evitar que la parte quejosa sufra daños o perjuicios jurídicos o materiales de dificil o imposible reparación; II. Que de concederse no se transgredan, irreparablemente, el orden o el interés públicos; III. Que de concederse no se ocasionen a terceros daños o perjuicios, jurídicos o materiales, de difícil o imposible reparación: IV. Que de ser reparables los daños o perjuicios que la suspensión pueda ocasionar en caso de que no se otorgue a la parte quejosa el amparo de la Justicia Federal, ésta garantice plenamente el pago de los mismos”.  

Por último propongo también que se reforme el art. 140 de la misma Ley de Amparo, que dice:

Art. 140.- “Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, el juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superveniente  que le sirva de fundamento”.

El texto que propongo, es el siguiente:

Art. 140.- “Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoriada en el juicio de amparo, el juzgador, previa vista a las partes, podrá modificar o revocar el auto o resolución en que haya concedido o negado la suspensión, siempre que se hagan de su conocimiento elementos, de hecho o de derecho, que así lo justifiquen”.

PEDRO FERNANDO REYES COLIN.

Atendiendo a la convocatoria formulada por el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ministro Genaro David Góngora Pimentel, el 17 de noviembre último, al integrar esa Comisión que usted dignamente coordina, me permito presentar a la misma, y en relación con LA SUPLENCIA DE LA QUEJA,  las siguientes 

PROPUESTAS:

Reforma al Artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, contenido en el Capítulo X (De las sentencias), del Título Primero (Reglas Generales), del Libro Primero, (del Amparo en General), cuyo texto actual, es el siguiente: 

Artículo 76 bis.- “Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la de demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la  jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia. II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo. III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el  artículo 227 de esta ley. IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador. V.-  A favor de los menores de edad o incapaces. VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

Se propone que el anterior precepto se reforme, para que quede de la siguiente manera: Artículo 76 bis.- 

“Las Autoridades que conocen del Juicio de Amparo en cualquier materia deberán suplir la deficiencia de  los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, siempre que medie una cuestión de orden público”.

Asimismo, y por su relación con el anterior precepto, propongo la reforma al Artículo 227 de la misma Ley de Amparo, contenido en el LIBRO SEGUNDO (Del Amparo en Materia Agraria), TITULO UNICO, Capítulo Unico, que es del siguiente texto actual :

“Art. 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejoso o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios”.

Propongo que el anterior artículo se reforme para quedar, como sigue:

“Art. 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los términos que señala el Artículo 76 bis de la presente Ley” (conforme a reforma propuesta).  

Las propuestas planteadas las formulo apoyándome en las consideraciones que me permito acompañar.

PEDRO FERNANDO REYES COLIN.

EN EL JUICIO DE AMPARO LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO. (1)

La aseveración que da título a este trabajo expone la manera en que -en mi opinión- se debe entender y se debe aplicar la suplencia de la deficiencia de la queja, pues sólo así quedará satisfecho el interés tutelado por esta institución procesal, cuya atención, antes de las últimas reformas que a este respecto se hicieron a la Ley de Amparo (2), se encontraba prevista como una facultad discrecional del juzgador de amparo en materia penal y en favor de la parte obrera en materia laboral, y sólo se preveía como obligatoria cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte o cuando figuraran como quejosos los menores de edad o incapaces (3), así como en materia agraria en los juicios en  

(1)
El presente ensayo amplía el publicado por su autor en el Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora, Número 1. Mayo 1989. Sexta Epoca. H. Supremo Tribunal de Justicia. Hermosillo, Sonora.



(2)
Decreto de 26 de abril de 1986, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de mayo de 1986, que reformó, entre otros, el artículo 76 y creó el 76 Bis.



(3)
“Art. 76 .- Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte, los funcionarios que conozcan del amparo deberán suplir la deficiencia de la queja, ajustándose a los plazos que señalan los artículos 156 y 182 Bis de esta Ley.

Podrá también suplirse la deficiencia de la queja, en materia penal y la de la parte obrera en materia de trabajo, cuando se encuentre que ha habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo ha dejado sin defensa, y en materia penal, además, cuando se le haya juzgado por una ley que no es exactamente aplicable al caso.

Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los juicios de amparo en que los menores de edad o los incapaces figuren como quejosos” (Texto anterior a la reforma que entró en vigor el 4 de junio de 1986).



que eran parte, como quejosos o como terceros, los medios de población ejidal o comunal, los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos a quienes pertenecían a la clase campesina (4).

La Reforma de 1986, con buen criterio, estableció como obligatorio, para las autoridades que conozcan del juicio de amparo, suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, en los siguientes casos: “Art. 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.- III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.- IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. V.- En favor de los menores de edad o incapaces. VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa” (Texto vigente a partir del 4 de junio de 1986).

(4)
“Art. 212 primer párrafo. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes juicios de amparo.”

“Art. 27. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios.”

Así mismo, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 1995, estableció la suplencia de la deficiencia de la queja en el dictado de las resoluciones que se emitan, tanto en la acción de controversia constitucional como en la de inconstitucionalidad (5).

Ahora bien, para entender y aplicar una institución, es menester entender su razón de ser, y si se ven los supuestos bajo los cuales ha venido operando la suplencia de la queja, se aprecia que con ella se busca la preservación de instituciones cuyo resguardo no puede dejarse a la voluntad de su titular, bien porque involucren un derecho fundamental, como es la vida o la libertad, o derechos de trabajadores, ejidatarios, comuneros, menores e incapaces, o bien, facultades de las entidades de gobierno que litiguen la acción de controversia constitucional, o las posturas de las minorías legislativas y demás entidades que pueden plantear acciones de inconstitucionalidad; derechos, facultades o posturas cuyas correspondientes normas reguladoras disponen su irrenunciabilidad, ampliándose esta situación al derecho del quejoso de no ser sujeto de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte.

(5)
Controversia Constitucional.

“Art. 39. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada.

“Art. 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.”

Acción de Inconstitucionalidad.

“Art. 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial.”

Las instituciones a preservarse así, son derechos que trascienden no sólo a la esfera particular de su titular, sino que revisten el orden público en que jurídicamente se sustenta nuestro Estado y sistema de derecho; luego, es claro que buscando un común denominador de los supuestos que originaron instituir la suplencia de la deficiencia de la queja, lo encontramos, precisamente, en ese orden público, y bajo este mismo denominador, por existir la misma razón, debemos entender la operancia de suplir la queja, no sólo bajo los supuestos en que ahora lo exigen los artículos 76 bis, 227 de la Ley de Amparo y 39, 40 y 71 de la Ley Reglamentaria de la fracción I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, pues en todo litigio hay cuestiones, tanto procedimentales como sustantivas, que la ley o la jurisprudencia señalan que revisten carácter de orden público, como es el caso del análisis de los elementos de procedencia de la acción (6), y que, por lo mismo, su vigencia no debe dejarse expuesta a la renuncia expresa de su titular o a la renuncia implícita derivada de una nula o deficiente alegación o actuación en el juicio, por lo que cuando ésta se dé, deberá ser la suplencia de la deficiencia de la queja la que restituya la vigencia de ese orden, en cuya preservación -por ser público- el pueblo está interesado, sin importar la materia sobre la cual se proyecte (7).

(6)
“Acción. Estudio Oficioso de su Improcedencia. La improcedencia de la acción por falta de uno de sus requisitos esenciales, puede ser estimada por el juzgador, aun de oficio, por ser de orden público el cumplimiento de las condiciones requeridas para la procedencia de dicha acción”. Quinta Epoca. Tercera Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985. Pág. 11. Tesis No. 3.



(7)
“La estimación del orden público puede estar expresamente señalada por la ley, por la jurisprudencia, o por el propio juzgador respecto a la naturaleza de la norma jurídica que deba atender” (Jurisprudencia 193. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación. 1917-1985. Sección Común al Pleno y a las Salas. Pág. 314).

El orden público es así -a mi entender- el interés que debe tutelar el legislador, tanto a nivel constitucional, como ordinario, y por ello su atención se debe prever como obligación del juez en todas las materias, sólo no habrán de atenderse, cuando el silencio en el juicio afecte derechos renunciables por ser del exclusivo interés particular de quien los ostente o reclama, pues, en este caso, tal silencio o falta de defensa deberá surtir sus consecuencias procesales y sustantivas y no deberá ser objeto de atención en suplencia de queja, toda vez que ese interés particular no se encuentra tutelado por la institución supletoria que se ha tratado.

Mantener la suplencia de la queja en los ámbitos limitados en que ahora se aplica, lleva a establecer, sin justificación alguna, un orden público “de primera categoría” y un orden público “de segunda categoría”. Este último, lo es aquél que, no obstante ser tal, orden público, no merece de especial resguardo por el juzgador, con su correspondiente detrimento.

Por otro lado, justificar lo anterior con el argumento de que implicaría que la pericia del juzgador sustituyera a la del abogado, solapándose así la abulia y negligencia de éste; ésto, no puede ser justificativo de no atender la suplencia de la queja siempre que medie una cuestión de orden público, ya que además de que ésta ya se tutela expresamente en ciertas materias y con ésto se puede ya estar propiciando tal abulia e irresponsabilidad, sin embargo, no ha sido obstáculo para suplir la deficiencia de la queja, pues con justa razón se estima que la impericia del abogado no puede provocar el sacrificio del derecho de su cliente y, cabe preguntar, si no debe ésto prevenirse en todo litigio?, pues, de no hacerse así, no solamente estaríamos hablando de un orden público de primera o segunda categoría, sino también, de justiciables bajo esa doble e inequitativa clasificación; debe, en todo caso, dejarse al litigante el resguardo de su dignidad profesional al procurar que sus argumentos no requieran de ser reparados por la autoridad judicial.

Se puede entender también que la aplicación que hasta ahora se ha hecho de la suplencia de la queja a favor sólo de ciertos sujetos de la población, corresponde a la necesidad de igualar su status jurídico frente al de contrarios mas poderosos, económica, cultural e intelectualmente hablando, o bien, para salvaguardar derechos fundamentales del hombre como la vida, la libertad, la dignidad; sin embargo, cabe también preguntar, si no en la actualidad esas diferencias de status jurídicos o esa salvaguarda del derecho fundamental a la vida digna, a la libertad física, económica e intelectual, no se presenta también en los litigios de deudores, de inquilinos, de ocupantes, de predios sin título que aspiran a una vivienda indispensable, en los derechos del cónyuge maltratado, del causante ante la autoridad fiscal?; y qué decir de la inseguridad a que se enfrenta a la sociedad entera cuando, en aras del estricto derecho con que se atienden los agravios del Ministerio Público, se confirma la libertad de delincuentes que, de permitirse suplir la deficiencia de los argumentos de la Representación Social, conllevaría a revocar la resolución que los pone en la calle con impunidad y ante la indefensión de la sociedad a quien la ley y la justicia deben de resguardar.  

Encuadrar o enlistar, limitadamente, los supuestos de suplencia de la queja, implica discriminación e injustificada desatención de los no incluidos, por lo que ideal sería que se estableciera, en rango constitucional y, por lo pronto, en la Ley de Amparo, que LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE  EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO, pues además, ello impediría que la jurisprudencia deba de hacer encuadramientos casuistas.

Por último, estimo que la aplicación de la suplencia de la queja no compromete la igualdad procesal de las partes, en virtud de que EL PROCEDIMIENTO NO DEBE APRECIARSE COMO UN MEDIO PARA DILUCIDAR QUIEN LITIGA MEJOR, SINO PARA DEFINIR A QUIEN LE ASISTE EL DERECHO, y esta definición, al darse en un medio que exige que se respete y salvaguarde el orden público, aun supliendo para ésto la queja, es indudable que se proyectará mas confiable que la definición que se emite cerrando los ojos ante la vulneración de dicho orden, propiciada por la torpeza o ignorancia de uno de los litigantes. En relación con ésto cabe acoger la conclusión a que arriba la Señora Ministra Olga María del Carmen Sánchez Cordero García Villegas, en su ensayo “El principio de Estricto Derecho” (11), cuando sostiene: “EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NACE COMO UNA EXCEPCION A LA REGLA GENERAL, HOY, DE FORMA DESNATURALIZADA SE HA CONVERTIDO EN LA REGLA GENERAL LO QUE NACIO COMO UNA EXCEPCION.”

No puede pensarse que la manera en que actualmente se regula la intención de igualar las fuerzas en litigio en favor de quienes, por su ámbito de cultura, social, económico, de salud, o de edad, no cuentan originariamente con ese ambiente de equidad, pueda  llevar, vía suplencia de la queja, a  permitir la desatención del orden público, pues éste, se insiste, es el sustento de todo régimen de derecho y no es dable  que un afán de equidad, sustento a su vez de la justicia, lleve a quebrantar una institución a la que ambas, equidad y justicia, están para servir.

(11)
“Revista del Instituto de la Judicatura Federal.- Número 4, junio de 1999, Pág. 373-398. Cita en pág. 388, primer párrafo.


-
NO SE PROPONE SUPLIR LA VOLUNTAD DE ACCIONAR O RECURRIR.

-NO SE PROPONE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA PRUEBA.

-SE PROPONE, SOLAMENTE, QUE: “SE SUPLA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS DE AMPARO, EN CUALQUIER MATERIA Y EN TODA INSTANCIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO.”

PEDRO FERNANDO REYES COLIN

TEMA: "LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA INTERPUESTO ANTE EL JUEZ DE DISTRITO."

Es una inquietud generalizada en nuestra sociedad, el que se cuente con un sistema de leyes coherente; en que armonicen debidamente los supuestos normativos que contempla para así evitar confusión en la aplicación de la ley respecto de un mismo hecho previsto o intuido por el legislador.

En tal sentido es necesario hacer una revisión constante de las leyes en vigor para que no queden superados por la realidad social y así mantengan su utilidad y servicio. Lo mismo puede decirse de aquellos ordenamientos que acusan cierta ambigüedad en su redacción y por ello puedan dar lugar a diversas interpretaciones que a su vez originen confusión en su aplicación, con la consecuente inseguridad jurídica para los gobernados cuando se aplique uno u otro criterio sobre una misma situación.

Ejemplos de lo anterior son muchos y variados, algunos de ellos que aún siendo reconocidos como errores han sido asimilados tanto por autoridades como por litigantes, obedeciendo lo anterior un poco por costumbre y otro poco por pragmatismo; en esa circunstancia se observa que ambas partes han llegado a procurar una observancia que sea lo más ajustado posible a lo escrito en la ley. Tal es el caso de nuevos detalles que se encuentran en las legislaciones procesales y en la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 1 03 y 1 07 constitucionales.

Ahora bien uno de esos casos de inexactitud es el que versa sobre el llamado recurso de revisión adhesiva previsto en la precitada Ley de Amparo en su artículo 83; fracción V, último párrafo y en especial la procedencia de tal recurso cuando el escrito relativo es presentado ante el Juez de Distrito que conoció del asunto.

Efectivamente, es la revisión adhesiva el medio de impugnación de ejercicio menos frecuente que se da en el juicio de amparo, recurso que tiene como finalidad el dar ocasión a la parte que ha vencido en el juicio constitucional de hacerse escuchar por la autoridad revisora, con el objeto de allegarle fundamentalmente más elementos para que confirme aun por diversas causas la resolución de que se trate y en la parte que le fue desfavorable sea revocada siguiendo los lineamientos de la tesis correspondiente a la Novena Epoca7 en la Instancia del Pleno de la Suprema Corte de justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Tomo IV, correspondiente al mes de Noviembre de 1996, en la página: 141 y que a la letra señala:

REVISION ADHESIVA. QUIEN LA HACE VALER PUEDE EXPRESAR AGRAVIOS TENDIENTES NO SOLO A MEJORAR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA EN LA PARTE RESOLUTIVA QUE LE FAVORECE, SINO TAMBIEN A IMPUGNAR LAS DE LA PARTE QUE LE PERJUDICA. La adhesión al recurso de revisión prevista por el artículo 83, fracción V, último párrafo, de la Ley de Amparo, tiene por finalidad que quien obtuvo sentencia favorable pueda expresar agravios que integren la litis de segunda instancia, cuando su contrario a través del recurso de revisión impugnó la parte que le perjudica; agravios que pueden relacionarse con una materia diversa a la que es objeto de los argumentos vertidos por el recurrente, en tanto que al interponerse el recurso de revisión surge para quien obtuvo sentencia favorable el derecho a expresar agravios encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia que orientaron al resolutivo favorable a sus intereses, y también a impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Esto obedece a que quien obtiene un fallo que le favorece parcialmente tiene legitimación activa, en la medida del agravio, para interponer el recurso de revisión dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia y el hecho de no hacerlo solamente implica que hasta ese momento queda conforme con el resultado obtenido, porque tiene una sentencia que es parcialmente benéfica a sus intereses y no tiene la intención de continuar el litigio por todas las consecuencias inherentes del trámite de la segunda instancia; pero cuando otra de las partes en el juicio de amparo se inconforma con esa sentencia y hace valer el recurso de revisión, la pasividad mantenida hasta antes de la admisión del recurso, no supone que ha consentido el aspecto del fallo que le perjudica, porque la ley en la disposición que se analiza le otorga el derecho a adherirse a la revisión y expresar los agravios correspondientes, sin taxativa alguna, pues no limita el objeto de éstos a fortalecer las consideraciones de la sentencia que derivan en la parte resolutiva favorable, sino que la redacción genérica de la ley al establecer "los agravios correspondientes", comprende también la impugnación de las consideraciones que le perjudican y hayan producido un punto resolutivo expreso, contrario a sus intereses. Una limitación sobre el particular no puede deducirse de lo establecido por el citado precepto legal en cuanto a que la revisión adhesiva sigue la suerte "procesal" de la principal, ya que también señala que el recurrente adhesivo expresará los agravios que correspondan, es decir, que exponga los agravios que a su derecho convengan. En este orden de ideas, queda justificado ocuparse de los agravios expuestos en la adhesión, porque aun cuando su contenido tiende a impugnar la parte de la sentencia que le perjudica al que la hace valer y no a mejorar las consideraciones de la parte resolutiva que le favorece, ello es acorde con la finalidad de ese medio procesal de defensa.

En este caso cobra singular importancia la interposición de dicho recurso de revisión adhesiva, pues el desacierto en su presentación puede motivar su improcedencia.

En ese orden de ideas es la intención de la presente ponencia poner a su consideración una base sólida respecto de la improcedencia de dicho recurso, cuando el mismo es promovido ante un Juez de Distrito, pues se aprecia en la Ley de Amparo una falta de técnica legislativa y jurídica, consistente en que por costumbre derivada de la propia práctica forense no se distingue el hecho materia de excepción relativa a la interposición de tal recurso, esto es, que por principio se confunden los conceptos de procedencia y temporalidad por la inadecuada redacción del texto legal. Entendiendo por procedencia como la idoneidad del recurso o acción intentada y temporalidad como el término dentro del cual deba ejercitarse dicha acción o recurso.

Primeramente es de precisarse que los más connotados y reconocidos doctrinarios nacionales que han escrito sobre el juicio de amparo en manera alguna han sido imprecisos respecto del contenido, técnica y alcances del recurso que aquí nos ocupa, pero también son claramente omisos respecto del problema específico que se plantea.

Esto es, que ninguno de los tratadistas y que de alguna forma constituyen la base teórica y doctrinal de la mayoría, por no decir todos, los abogados e investigadores del juicio de amparo, han plasmado en alguna de sus reconocidas obras la procedencia de la revisión adhesiva cuando el escrito relativo es presentado ante un Juez de Distrito, no obstante que es un tema relacionado con los estudios que han publicado.

Es importante recalcar el hecho de que la Ley de Amparo hasta en recientes tiempos no incluía este recurso, por lo que se infiere que fue motivado por la necesidad de la práctica forense derivada del ejercicio de la acción Constitucional, y que se hace consistir en el hecho de que anteriormente a la reforma de veintitrés de diciembre de mil novecientos ochenta y siete, publicada en el Diario Oficial de cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho, misma que entró en vigor el día quince del mismo mes y año; la parte que había obtenido el amparo y protección de ¡a Justicia de la Unión, no tenía forma o medio alguno que le legitimara en la segunda instancia del juicio de garantías, coartándose de esta forma y en la última instancia la triangulación procesal del procedimiento.

En mérito de lo antes expuesto, se considera que debe señalarse lo siguiente: primeramente, por su propia naturaleza se colige que la revisión adhesiva como tal, no es propiamente un recurso, sino un medio de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo sentencia favorable, la posibilidad de expresar agravios tendientes a mejorar y reforzar la parte considerativa de la sentencia que condujo a la resolutiva favorable a sus intereses y también a impugnar las consideraciones del fallo que concluya en un punto decisorio que le perjudica.

Así las cosas, se tiene que con fundamento en lo artículo 83, fracción V de la Ley de Amparo, se puede establecer en casos en que la sentencia del Juez de Distrito beneficie en una perjudica a uno de los contendientes, la revisión adhesiva opera en dispuesto en el válidamente que parte y en otra ambos sentidos y por tanto sus agravios pueden versar sobre temas no contemplados en la sentencia por el Juez Federal y que vienen a fortalecer su decisión e incluso, dado el caso, a provocar el hecho de revocar la decisión parcialmente en cuanto a la parte que le perjudique en sus intereses; siendo ésta la razón por la que la adhesión sigue la suerte procesal del recurso.

Lo anterior se denota más claramente, si se toma en cuenta que si el recurso de revisión principal o directa se declara improcedente, la adhesiva debe seguir la misma suerte procesal de aquel, lo que se señala prístinamente en la fracción V del artículo 83 de la ley reglamentaria del juicio de garantías, máxime que en ese supuesto no habrá razón alguna para que la revisión adhesiva sea substanciada.

Bajo tal tesitura, se concluye que la adhesión al recurso de revisión directa tiene por objeto que el Tribunal Colegiado de Circuito proporcione otros fundamentos diversos, para mejorar las consideraciones que sustentan la sentencia recurrida a fin de que ésta subsista y también el de combatir la parte de la resolución que resultó adversa a los intereses de la adherente.

Así pues, se tiene que la adhesión no es un recurso autónomo independiente y distinto de la revisión directa, sino que persigue el que en la parte considerativa de la sentencia se den esencialmente otros fundamentos diversos que los expresados por el A-quo Constitucional, por considerar que éstos puedan ser erróneos, débiles o faltos de fundamentación, lo que ocasionaría con razón, el temor justificado en que por tal circunstancia el fallo que le beneficia sea revocado por el superior.

Por otra parte, la condición especial de tal recurso, explica que la ley ordena que si el litigante afectado desiste de la revisión directa, corra igual suerte la adhesiva, ya que en este supuesto la parte adherida no sufre daño ni perjuicio alguno.

Estas consideraciones se concretan en la disposición contenida en el último párrafo del articulo 83 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales en el que se dispone que "la adhesión al recurso de revisión sigue la suerte procesal de éste".

Ahora bien, la importancia del tema radica en la situación de las múltiples confusiones que acarrea la interpretación del artículo 83, último párrafo, de la Ley de Amparo, y que origina la confusión entre las partes del juicio de amparo consistente en que no se contiene la expresión comúnmente utilizada de que "lo accesorio sigue la suerte de lo principal", sino la de que la adhesión al recurso de revisión "sigue la suerte procesal de éste", lo que significa que si los agravios del revisionista son fundados, procede entonces estudiar los agravios de la adhesión, examen que se omite en caso contrario. Luego, la frase aludida no tiene el alcance que se le da en la mayoría de las interposiciones del aludido recurso, o sea, el de que la presentación del ocurso de revisión adhesiva deba hacerse también, al igual que el de la revisión principal, ante el mismo juez de Distrito. Se corrobora lo anterior por el hecho de que si el término pala adherirse se cuenta "a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso", es obvio que ese plazo se inicia después de que se notifica el auto por el que el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente admita la revisión principal, habida cuenta que es el presidente del mismo el único que puede admitirla o desecharla, según lo dispone el articulo 90, párrafo inicial, de la Ley de Amparo Dicho de otra manera: si el presidente del Tribunal Colegiado respectivo es quien admite o desecha el recurso de revisión principal, y si la adhesión debe interponerse en cinco días contados a partir de la fecha de la notificación en que se admite dicho recurso, resulta claro que es hasta que se notifica la admisión de la revisión, por el presidente del Colegiado, cuando empieza a correr el término para adherirse, pues es hasta entonces cuando le nace el derecho al citado recurrente, de ahí que si tal derecho lo ejercita antes de ese momento procesal, interponiendo su recurso adhesivo ante el Juez de Distrito, después de tener por interpuesta la revisión principal, se expone a que sea desechado por improcedente dicho recurso de revisión adhesivo, pues resulta obvio que serán remitidos simultáneamente los recursos tanto principal como adhesivo y al acordarse la admisión en primer término del principal, es claro, que inmediatamente no se puede proveer sobre la admisión del recurso adhesivo, por que no se da el requisito que señala el artículo 83 último párrafo, relativo a que esté notificada la admisión del recurso de revisión principal y por tanto, es evidente su improcedencia, ya que se ha ejercitado un derecho que aun no ha nacido conforme a la ley, pues estimar lo contrario a manera de ejemplo equivaldría a tener por debidamente interpuesto un recurso de revisión principal cuando aun no se ha dictado la sentencia en la audiencia Constitucional por el Juez de Distrito, por tanto, se reitera, que los aludidos cinco días empiezan a correr después de la notificación de la admisión del recurso por el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto y sólo hasta entonces es factible acordar sobre el recurso de revisión adhesivo.

GONZALO HERNANDEZ CERVANTES.

COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS

PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

Presente.

En relación con la pública convocatoria que hace esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación por medio de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, sentimos que dicha convocatoria es especialmente oportuna, dado que nuestra sociedad requiere contar hoy más que nunca con un sistema de Justicia moderno, que asegure a la ciudadanía una pronta e imparcial administración de justicia.

Es por otra parte, necesario partir de la base que en México, la justicia es desigual porque desigual es la sociedad a la que pertenecemos, una de las formas de igualar a los mexicanos ante la justicia es hacer del amparo un instrumento accesible para todas las personas de la República Mexicana porque el problema fundamental de la Ley de Amparo, es que se ha convertido en un texto oscuro, difícil, complejo y manejable sólo por iniciados.

Nuestra propuesta, que ya es un largo e histórico debate que se sostiene en todos los foros doctrinales y jurisdiccionales del país, es la siguiente:

Aplicar conforme a la letra de la Ley, puesto que no cabe interpretación, la segunda parte del artículo 133 Constitucional que nos dice: “Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitución, Leyes y Tratados, a pesar de la disposición en contrario que pueda haber en las Constituciones o Leyes de los Estados.

Lo anterior significaría ante todo el respeto irrestricto del Poder Judicial, tanto federal como del orden común, al mandato constitucional; en segundo lugar, y no menos importante que lo anterior, acabaría con ese añejo y pernicioso problema del rezago de expedientes que se acumulan, precisamente, por falta de acatamiento de las disposiciones constitucionales.

Es por otra parte pertinente y notable señalar que la segunda parte del artículo 133 de la Constitución ha permanecido sin reformas, sin adiciones de ningún tipo, sin embargo, subsiste metajurídica e inconstitucionalmente la mala costumbre de los juzgadores del fuero común de no acatar esta disposición constitucional aduciendo que la aplicación de la Constitución solo corresponde a los Tribunales Federales, cayendo así de origen en un grave desfasamiento del estado de derecho que estamos obligados a defender y aplicar.

Conocemos algunos argumentos a favor del estricto control de la Constitución, sin embargo en la misma no encontramos ningún asiento para tales asertos y es obvio que el argumento que esgrime el querido maestro Tena Ramírez, en cuanto a que el control difuso de la Constitución que sostiene nuestra Carta Magna, es una copia inexacta y mal acomodada de la Legislación Constitucional de los Estados Unidos de Norteamérica, no es muy sólido y si bastante débil ante el respeto irrestricto que los juzgadores debemos a nuestra Constitución de conformidad con el numeral 128 del ordenamiento citado.

Basta citar, por otra parte, el artículo 14 de nuestra Ley Suprema en su párrafo Cuarto, donde nos señala en forma clara que “En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho”. La claridad de la segunda parte del artículo 133 Constitucional, no deja lugar a ninguna interpretación, es decir, estamos ante el caso que se deberá actuar conforme a la letra. A mayor abundamiento, insistimos en que esta segunda parte del artículo comentado con anterioridad no ha sido reformado en ninguna ocasión. 

Lo anterior en relación con la tesis que a continuación se cita:

Octava Epoca

No. de Registro:228,225

Instancia: Tribunales Colegiados





Aislada

Fuente: Semanario Judicial 






Materia (s): Administrativa, 

de la Federación 





Constitucional.

Tomo: III Segunda Parte-1

Página:   228

“CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES.  (Se transcribe).”

Del análisis de la tesis transcrita, resaltamos un párrafo que no tiene desperdicio: “El control difuso de la constitucionalidad de las leyes, no ha sido aceptado por la doctrina jurisprudencial.” Lo anterior significa que la Corte en su momento ha ido mas allá de la aplicación e interpretación de la Ley encaminándose francamente en una actividad materialmente legislativa, con la consecuencia de no tomar en cuenta los artículos referentes a la división de poderes, que son la base fundamental del Estado de Derecho.

Por otra parte, todos sabemos que la jurisprudencia puede ser confirmatoria de la ley, supletoria de la ley, interpretativa o derogativa de la norma jurídica. Las tres primeras tienen validez en nuestro derecho. La derogativa no la tiene porque esta en pugna con el artículo 14  Constitucional y con lo dispuesto en el artículo 9 del Código Civil que previene que la ley sólo puede ser abrogada o derogada por otra posterior que así la declare expresamente o que contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles con la ley anterior. El artículo 10 del Código Civil agrega que “contra la observancia de la ley no puede alegarse desuso o práctica en contrario”.

En cuanto al artículo 103 de la Constitución que se esgrime por los panegiristas del control estricto de la Constitución, basándose en el concepto de competencia que si bien no se alude en el precepto en cita, si hay que admitir que se deduce con toda claridad del mismo, afirmando así que la competencia a que se refiere el numeral señalado es una instancia superior o como lo considera nuestra ley, un juicio nuevo y no una instancia primera como sería la de los jueces del fuero común; dando así una interpretación congruente de estos dos preceptos –103 y 133 – en apariencia contradictorios, pero que viéndolos a la luz del Derecho Mexicano que admite las dos instancias y el juicio de amparo, queda resuelta cualquier sombra de contradicción que pudiera surgir sobre los artículos 103 y 133 Constitucionales, puesto que son instancias distintas, una inferior y otra superior. Por otra parte, podemos afirmar que la facultad para el examen de la constitucionalidad de las Leyes en juicio de Amparo, es sin lugar a dudas una atribución exclusiva del Poder Judicial Federal, sin embargo el juez local no esta conociendo de dicha constitucionalidad o inconstitucionalidad en Amparo, sino lo único que lleva a cabo es la decisión de saber cuál es el derecho que debe de aplicarse al caso concreto. A mayor abundamiento sobre el control difuso de la Constitución que señala el numeral 133 de la misma, me permito transcribir la siguiente tesis:

Octava Epoca

No. de Registro:224,051

Instancia: Tribunales Colegiados

Aislada

Fuente: Semanario Judicial 

Materia (s): Penal

de la Federación 







Tomo: VII-Enero

Página: 363

PROCEDIMIENTO PENAL. SU REPOSICION. CASO DE APLICACION DEL PRINCIPIO DE SUPREMACIA CONSTITUCIONAL.  (Se transcribe)

Por lo anteriormente expuesto:

A ustedes H. MINISTROS 

INTEGRANTES DE LA Comisión de Propuestas 

para CREAR una Nueva Ley de Amparo, PROPONGO:

UNICO.- Con el mismo ánimo y buenos propósitos que los guía en este cambio de la Ley, encabezar también una campaña tendiente a concientizar y lograr que se acate la segunda parte del artículo 133 Constitucional, a efecto de hacer posible el estado de derecho, en una cuestión tan delicada como es la jurisdiccional. Es decir, que los juzgadores, en su conjunto, deberán respetar ante todo las disposiciones de nuestra Carta Magna, sin que valgan las interpretaciones que tengan como resultado desacatar el mandato constitucional.

México, Distrito Federal a siete de diciembre de mil novecientos noventa y nueve.

CARLOS CÉSAR CÁRDENAS MÁRQUEZ.

PROPUESTAS PARA QUE SE INCORPORE, DE SER RELEVANTE AL PROYECTO QUE SOBRE LA NUEVA LEY DE AMPARO, EL MÁS ALTO TRIBUNAL DE LA NACIÓN PROPONDRÁ AL PODER LEGISLATIVO.

MOTIVACIÓN:

Los que enfrentamos el litigio cotidianamente sabemos que el amparo es un juicio extraordinario, que por su propia naturaleza, paradójicamente, no permite garantía de audiencia previa, en el trámite tanto del amparo directo, como en el bi-instancial, en su etapa de revisión. Es así, porque no obstante que se corre traslado a las partes con la copia de la demanda, en el primero de los casos y de los agravios en el otro, únicamente se puede acudir con un alegato, el cual no se plasma en la ejecutoria en la que el Tribunal Colegiado o la suprema Corte, en Salas o en Pleno, emite su resolución.

En tal virtud, considero que una legislación actual y dinámica debe permitir que las partes opinen en aquello que habrá de resolverse, de donde nace la siguiente:

PROPUESTA:

a).- Estimo que el proyecto de sentencia que debe realizarse en términos del artículo 182 de la Ley de Amparo, deberá estar a disposición de las partes desde el día en que sea publicada en la lista de acuerdos la fecha en que deberá de realizarse la audiencia para su discusión y resolución.

b).- Del proyecto relativo, las partes podrán obtener una copia simple a partir de la publicación de la lista, que el Secretario del Tribunal correspondiente entregará de inmediato, ya sea en forma directa a las partes o al litigante que las represente.

c).-  Las partes podrán hacer observaciones al proyecto, que podrán presentar ante la Oficialía de partes o directamente ante los Magistrados tratándose del Tribunal Colegiado, o los Ministros cuando se esté en el caso de la competencia de la Suprema Corte, quienes deberán incorporarlos al expediente o toca respectivo y hacer mención de las promociones en la constancia relativa que levante el secretario dentro de la sesión correspondiente.

d).- En ningún momento los Magistrados soslayarán las observaciones que las partes hagan al proyecto y podrán, imponer una multa, cuando lo que se consigne en tales promociones sea fútil e intrascendente.

e).- Desde el instante de la publicación de la lista, a la fecha en que habrá de sesionarse deberá mediar un lapso de cinco días.

Desde luego, que incorporar a la ley de amparo estos aspectos, permitirá una mejor impartición de la justicia, pues no escapa a mi conocimiento, que en múltiples ocasiones son los Secretarios de Estudio y Cuenta quienes resuelven, ya que los Magistrados y Ministros, así como reciben de sus manos los proyectos, lo trasladas a su pares para que estos sean, haciendo las observaciones pertinentes, lo que desde luego es una práctica que debe ser superada, Estoy seguro que la propuesta que aquí se formula ayudará a realizarlo de una manera más eficaz. 

Por otra parte, la propuesta nada tiene de audaz, porque en la práctica en la integración anterior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, algunos de los Ministros, ordenaban a su secretario proveer a los litigantes de la copia del proyecto con anterioridad a la discusión, a efecto de que estos estuvieran en posibilidad de allegar un memorándum.

FERNANDO MANCILLA OVANDO.

PROPUESTA PARA MODIFICAR LA LEY DE AMPARO

1.- El artículo 20 Constitucional en su parte final establece que  “En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y los demás que señalen las leyes.”   Esta disposición vanguardista, no ha encontrado reflejo aun en la Ley de Amparo, puesto que el artículo 10 de dicho ordenamiento limita el ejercicio de la Acción Constitucional a cuatro casos específicos y muy concretos relacionados con la reparación del daño y la responsabilidad civil: “El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrá promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrá promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.”   Por tanto, considero necesario que se modifique la Ley de Amparo en su artículo 10 para dar cabida a las Garantías contenidas en el artículo 20 Constitucional, incluyendo aquellos derechos que la ley reglamentaria otorgue a las víctimas, no expresamente consignadas en el texto de la Carta Suprema:

ARTICULO 10: “El ofendido, la víctima  o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito,  podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil. También podrá promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño o a la responsabilidad civil, pudiendo además promoverlo en los casos previstos por el artículo 20 Constitucional en su último párrafo.”

Con idéntico criterio, propongo reformar el artículo 5 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo, a efecto de que el ofendido o la víctima de un delito puedan participar en el Juicio de Amparo como terceros Perjudicados, acorde a las Garantías que les otorga el artículo 20 Constitucional.   Así, propongo que el texto del artículo 5 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo quede de la siguiente manera: 

ARTICULO 5:

III.-

b) El ofendido, la víctima  o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito.

2.- La desafortunada reforma realizada al artículo 73 fracción X de la Ley de Amparo recientemente vino a proscribir prácticamente el Juicio de Amparo contra la Orden de Aprehensión  junto con las reformas en materia de suspensión. Al eliminar el artículo 16 del precepto en comento, se considera que existe un cambio de situación jurídica al dictarse un auto de formal prisión, dejando sin efecto la orden de aprehensión; sin embargo, dicho precepto señal que solo habrá cambio de situación jurídica al dictarse sentencia de primera instancia tratándose de violaciones a los artículos 19 y 20 Constitucionales; sin embargo, dentro del artículo 20 están contemplados derechos que pueden ser vulnerados, como el derecho de defensa o el de ofrecer pruebas en la averiguación, pero que al estar dentro del artículo 20 Constitucional, no hay cambio de situación jurídica sino hasta sentencia; esto se antoja incongruente y falto de técnica, pero además se considera que no es restringiendo derechos como se combate a la delincuencia; idéntica situación ocurre a la inversa, cuando por reclamarse una falta de fundamentación y motivación contemplada en el artículo 16, sí hay cambio de situación jurídica aun y cuando se trate de un acto que por su naturaleza intrínseca no la genere. No se deben disminuir los instrumentos de defensa frente al Estado, sin hacer eficiente a las Autoridades. Por tanto, sugiero recuperar el texto anterior de este precepto y que quede de la siguiente manera el segundo párrafo de la fracción X de la Ley de Amparo:

ARTICULO 73: 

X- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - “Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto.  La autoridad judicial  que conozca del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente.”

3.- Dispone el artículo 107 Constitucional en su fracción XVI segundo párrafo: 

107.-

XVI: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

“Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que  corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.”

Lo anterior no ha sido aun establecido como tal en la Ley Reglamentaria, puesto que el texto del artículo 105 de la Ley de Amparo en su último párrafo dice: 

105.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

“El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.”

Lo anterior genera una antinomia, fácil de resolver en cuanto a los principios de hermenéutica aplicables, pero que hace oscura la ley y permite confusiones. La restitución en el goce de las Garantías, en ocasiones, puede afectar a terceros o generar un desequilibrio entren la pretensión del quejoso y las consecuencias ocasionadas por el acatamiento del fallo. En otras ocasiones, la ejecución sustituta permite una restitución más adecuada y congruente con la realidad. Por tanto, se sugiere modificar el artículo 105 de la Ley de Amparo en su último párrafo para quedar como sigue:

105.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

“Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, Igualmente, el quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente, siempre que la naturaleza del acto lo permita.”

Jorge Chessal Palau

I.- Tomando en cuenta que con fecha 8 de febrero del presente año se agregó al artículo 155 de la Ley de Amparo vigente un párrafo para dar oportunidad al Agente del Ministerio Público en el Proceso Penal para que formule alegatos en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales pero sin que tenga mayor intervención, mi propuesta al respecto es que también pueda recurrir las resoluciones definitivas que se dicten en dichos juicios de amparo, dado que como se está reconociendo en dicha reforma, es importante su intervención por el interés que representa por lo que es necesaria también que con dichos recursos, en particular el de revisión, pueda continuar interviniendo en el trámite de tales amparos y de esa forma coadyuvar con el Ministerio Público Federal en el seguimiento de los juicios de amparo en materia penal.

II.- En tal virtud, mi propuesta es que se amplíe ese último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo o se tome en cuenta en el caso en que se expida una nueva ley en la materia.

Tal párrafo quedaría redactado en la siguiente forma:

Artículo 155…

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto deberá notificársele la presentación de la demanda. En caso de que formule alegatos, tendrá también derecho a interponer el recurso de revisión contra las resoluciones que se dicten en tales juicios.

Por otra parte, considero conveniente que se establezca expresamente en la nueva Ley de Amparo que en los casos en que el Ministerio Público interponga el recurso de revisión, teniendo el carácter de autoridad ejecutora, no quede sujeto el estudio de los agravios respectivos a que la autoridad ordenadora interponga también dicho recurso, lo cual ha sido establecido por jurisprudencia de esa Corte, ya que tal interpretación del recurso da lugar a que la impugnación por el Ministerio Público como ejecutora resulta nugatorio.

Para tal efecto deberá agregarse un artículo al capítulo XI de la Ley de Amparo el cual podría quedar redactado de la siguiente forma:

Artículo 83…

Cuando el Ministerio Público en un proceso penal interponga el recurso de revisión contra las resoluciones dictadas en los juicios de amparo promovidos contra las resoluciones jurisdiccionales el mismo será independiente de los recursos que hagan valer los jueces penales respectivos.

III.- Así mismo, y tomando en cuenta que en múltiples ocasiones los quejosos en los juicios de amparo contra resoluciones jurisdiccionales en materia penal no solamente promueven un solo juicio de garantías sino que en ocasiones promueven dos o más según les convenga a su propósito de retardar los procesos, no obstante que antes de hacer el señalamiento a que se refiere el Artículo 116 de la Ley de Amparo protestan decir verdad, se hace necesario adicionar una fracción más a dicho artículo para que los quejosos manifiesten si tienen promovido diverso juicio de amparo relacionado con el juicio penal contra el cual ya hicieron valer una demanda de garantías para así evitar que se entorpezcan dichos juicios y a la vez ahorrar trabajo a los juzgados de amparo.

Para tal efecto, dicha fracción quedaría redactada en la siguiente forma:

Artículo 116.- 

Fracción VII. Si el quejoso tiene promovido diverso juicio de garantías en que haya señalado el mismo acto reclamado y contra las mismas autoridades.

IV.- Igualmente y en virtud de no obstante darse cuenta tanto el Ministerio Público Federal adscrito al juzgado que conoce de un amparo y el propio Juez de Garantías de que existe ya otro juicio de amparo promovido por el quejoso, no resuelve nada al respecto se hace necesario que la ley de amparo establezca que no y otro funcionario tomen cartas en los asuntos e integren en su caso tanto la averiguación por el delito que resulta para que se eviten tales prácticas y para tal efecto se hace necesario se modifique el Artículo 211 el cual quedaría redactado en una fracción más en la siguiente forma:

Artículo 211

Fracción IV. Al quejoso que bajo protesta de decir verdad no manifieste en la demanda de garantías que ya promovió diverso juicio de amparo contra los mismos actos y que esté pendiente de resolver.

Por último se propone la reforma o adición al Artículo 87 de la Ley de Amparo para el efecto de que el recurso que interponga el Ministerio Público como autoridad ejecutora no quede sujeto o condicionado a que interponga también dicho recurso la autoridad ordenadora, para tal fin se propone la adición del siguiente párrafo:

Artículo 87…

El recurso que interponga el Ministerio Público señalado como autoridad responsable ejecutora con relación a un juicio penal será independiente del que pueda interponer la autoridad ordenadora y como tal se resolverá por el Tribunal que conozca de dicho recurso.

Esperando poder colaborar en la integración de una nueva ley de amparo, pongo a su consideración las anteriores propuestas.

J. ANTONIO SAM LÓPEZ.


Por este conducto, me permito hacer una simple propuesta con el fin de que sea incluida en la Nueva Ley de Amparo que se trata de elaborar en estos días.


En vista del notorio atraso en que se encuentran todos y cada uno de los expedientes que se tramitan en los Tribunales Colegiados de Circuito, trátese de amparos directos y/o recursos de revisión mismos que a manera de ejemplificar se encuentran estudiando los que les turnaron en los meses de abril y mayo del presente año, propongo que se les imponga un término no mayor a quince días aproximadamente para dictar la sentencia respectiva; dicho término se debería de contar a partir del momento en que se le turne el expediente al C. Secretario Proyectista del Tribunal Colegiado de Circuito de que se trate.

Lo anterior lo propongo con el fin de que sea mas ágil y dinámica la tramitación de un juicio de amparo directo o un recurso de revisión, misma solicitud que pongo a su amable consideración esperando, de ser posible, sea tomada en cuenta al momento de elaborar el proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

Sin mas por el momento, quedo de Usted para cualquier asunto relacionado con la presente.


Rafael Castro Cortés

LA CRÍSIS DEL AMPARO COMO INSTRUMENTO JURÍDICO DE LEGALIDAD.

A).- Precisando el Título:

LA IMPROCEDENCIA Y EL SOBRESEIMIENTO.

B).- Precisando el Capítulo:

Capítulo VIII y Capítulo IX.

C).- Precisando el Artículo de la Ley de Amparo actual:

Son los artículos 73 de los casos de Improcedencia y 74 del sobreseimiento;

D) Párrafo o fracción que se crearía con la propuesta:

El 73 BIS.- El amparo no podrá decretarse improcedente sino cuando plenamente estén demostradas las causas que rigen el artículo precedente 73, fijando una Audiencia a efecto de desahogar pruebas, si tuvieren las partes para respetar su derecho de Audiencia y Defensa, antes de declarar la improcedencia y con las reglas para las pruebas que establece el artículo del 150 al 155 de la propia ley de Amparo.

El 74 BIS.- Los sobreseimientos no podrán ser decretados de plano por las autoridades que conozcan del amparo sin oír y escuchar a las partes interesadas, fijando al efecto una Audiencia en donde se tenga en todo caso derecho a la aportación de pruebas en los términos del artículo 150 al 155 de la propia ley de Amparo, y si se llegare a probar que no procede sobreseer se seguirá con el juicio.

F).- Consideraciones que explican las aportaciones:

Las consideraciones es de que los quejosos ven frustradas sus peticiones de tajo al resolverse la improcedencia y sobreseimiento de los amparo sin escuchar a las partes lo que viola el principio de legalidad y de audiencia y defensa, porque puede haber motivos extraordinarios de los quejosos por lo que no cumplieron con algún requisito legal, y se desvirtúa el amparo con su finalidad de garantizar los derechos de los mexicanos.

G).- La redacción que resultaría al incorporar los comentarios:

Esta considero resultaría de lo señalado para que el amparo no sea declarado improcedente o sobreseído con suma facilidad y las autoridades que lo resuelven eviten actuar en ocasiones en forma caprichosa o con estricto apego a la ley perjudicando al quejoso o las partes que intervienen, o incluso buscar una forma de deshacerse de conocer del juicio de garantías cundo este si es necesario y urgente para el que lo peticiona, y mientras se resuelve si es improcedente o se sobresee la causa se conceda toda suspensión provisional para que las cosas se mantengan en el estado que guarden, hasta en tanto no se resuelva en definitiva.

ASÍ MISMO SE FORMULA UNA SEGUNDA PROPUESTA:

Esto se basa principalmente a los amparos que han surgido en forma novedosa en contra de resoluciones emitidas por el Congreso y órganos de control hacendario o de auditoría interna a los Municipios que se han magnificado por medio de las revisiones a las cuentas públicas, de donde se han fincado responsabilidades civiles y hasta penales donde los funcionarios han recurrido al amparo, y cuestiones económicas de programas de Gobierno y de Bancos, Instituciones de Crédito así como manejo de la deuda pública, etc. Todo ello basado en el derecho económico y hacendario; lo que hace necesario considerar la formación de un capítulo especial como se hizo en Materia Agraria como Libro Segundo, y Título único, y Capítulo único, con artículos del 212 al 234.

El tema sería:

LIBRO TERCERO

DEL AMPARO DERIVADO DEL EJERCICIO DE LOS PODERES DE GOBIERNO

Título único.

Capítulo único.

Primer artículo que se crearía con la propuesta sería:

235.- Para Garantizar el manejo de la Economía Nacional, su utilización y transparencia en su manejo de los dineros, los Poderes de la Unión el Ejecutivo, Judicial y Legislativo, podrán recurrir a la presentación de amparos para exigir el cabal cumplimiento de las cuentas públicas, para que los derechos de sus representados que es el pueblo mexicano, tenga tranquilidad y paz social al saber el buen manejo de los recursos económicos de los diferentes niveles de gobierno principalmente la Federación, los Estados y los Municipios, sin dejar fuera las delegaciones, agencias municipales y toda agrupación legalmente reconocida; y para ese efecto se establecerán las disposiciones del presente libro tercero en los siguientes juicios de amparo.

La redacción que resultaría sería enriquecida con otros comentarios posteriores.

Hasta crear artículos que llegaren al número 250 en la Ley de Amparo, incluyendo casos de tecnología y cibernética que influyen.

LORENZO SÁNCHEZ BRAVO. 

PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

La Barra Nacional de Abogados, A.C., como institución de asistencia jurídico social comprometida con el pueblo de México, siempre se ha preocupado porque las diferentes legislaciones se adecuen a las verdaderas necesidades del pueblo mexicano; por lo que, a través de su Consejo de Investigaciones Jurídicas, ha realizado diversos estudios y presentando trabajos, en los que se destaca precisamente sobre la necesidad de reformar no sólo la Ley de Amparo, sino el artículo 107 Constitucional, a fin de que éstos se ajusten a los principios generales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenidos en los artículos 1º y 133, Constitucionales.

La necesidad de reformar la Ley de Amparo, surge principalmente del hecho de que ésta, en contra del principio sustentado por el artículo 1º Constitucional, permite que los actos de autoridad que son violatorios de las garantías individuales prevalezcan en forma indefinida y permanente, sin que exista medio alguno a favor del gobernado para defenderse de los actos abusivos de poder.

El artículo 1º Constitucional establece, que en los Estados Unidos Mexicanos, todo individuo gozará de las garantías que otorga la Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos que ella misma establece; más, como se presenta la Ley de Amparo, por defecto de ésta y por omisión del artículo 107 Constitucional, se produce el grave efecto de la restricción de garantías, que prohibe expresamente la Constitución en el precepto antes mencionado.

DEL ARTÍCULO 107 CONSTITUCIONAL.- La necesidad de reformar el artículo 107 Constitucional, para ajustarse a los verdaderos requerimientos de la sociedad mexicana, se deriva de lo siguiente:

a).- En contra del principio establecido por el artículo 133 Constitucional, de la supremacía de la Constitución y Tratados Internacionales aprobados por el Senado sobre cualesquier otra ley secundaria, Constitución o Ley Local, le da efectos individuales a las sentencias dictadas en los amparos promovidos en contra de leyes o actos de efecto general.

b).- Permite, en el Párrafo Segundo de la Fracción II, que la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, que es la Ley de amparo, prevenga sobre la suplencia de la deficiencia de la queja, lo que ha producido el injusto efecto de que en el artículo 76 Bis, de la ley de Amparo, se limite injustamente la suplencia de la queja a casos especiales y no a todas las materias, como debe ser el espíritu de la Constitución, pervertido por la Ley Reglamentaria; porque al final, cuando a través de un juicio de garantías en el que el quejoso teniendo el derecho de ser protegido por la Justicia de la Unión, le es negado a éste el amparo por defectos de la queja, ahí se da, precisamente la restricción de las garantías individuales.

c).- Injustamente, en ese precepto, en el Párrafo Cuarto de la Fracción II, se contempla la figura del sobreseimiento por inactividad y la caducidad, en el juicio de amparo.

Estimamos por ello, y por otras razones, que el artículo 107 Constitucional, debe ser reformado en su Fracción II, Párrafos Primero, Segundo y Cuarto.

El Párrafo Primero, de la Fracción II, en virtud de que un amparo enderezado en contra de una Ley o acto de autoridad de efectos generales, debe ser de efecto general, en cuanto a su sentencia, como atinadamente lo ha sostenido el insigne jurista mexicano, Doctor Ignacio Burgoa Orihuela.

Si el efecto natural de la sentencia de amparo, es impedir que el acto reclamado pueda tener ejecución, por haber sido declarado contrario a la Constitución, tratándose de una Ley, o de un acto de efecto general la sentencia de amparo debe también producir efectos generales, precisamente en razón de haber sido declarada la Ley o acto inconstitucional, y no permitir, nociva e innecesariamente, que esa Ley o acto de efectos generales que ha sido tachada de ser en contra del texto Constitucional, siga produciendo sus efectos.

Ello, atendiendo también al principio de la supremacía de la Constitución sobre las demás leyes, establecido por el artículo 133 Constitucional, en relación con el artículo 1º de la misma Ley, que confiere a todo individuo el derecho de gozar de las garantías individuales; no existiendo ninguna razón de que una Ley que ha sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deba seguirse aplicando en contra del principio sustentado por el precepto primero mencionado y produciendo el efecto de la negación del goce de las garantías.

Estimamos, pues, que el texto del Párrafo Primero de la Fracción II, del artículo 107 Constitucional, debe reformarse para que diga: “La sentencia siempre será tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general al respecto del acto que la motivare; excepto en el caso de que el amparo se promueva en contra de leyes o de actos de efecto general, en los que los efectos de la sentencia serán también generales”.

Respecto al Párrafo Segundo de la misma Fracción II del artículo 107 Constitucional, debe reformarse para que la suplencia de la queja sea general, y no conforme a lo que disponga la Ley Reglamentaria, atendiendo a que conforme a las condiciones económico sociales de la sociedad mexicana, principalmente a los muchos millones que están sujetos a extrema pobreza, existe para éstos la imposibilidad de contratar un abogado, sobre todo que conozca del “elitista juicio de amparo”, como lo establece nuestra actual e injusta legislación.

Con tristeza vemos en las listas de acuerdos d ellos Tribunales Federales que conocen de juicios de amparo, que la mayoría de éstos se sobreen, algunos se niegan, y un mínimo porcentaje se conceden casi siempre para efectos. Como vemos el espíritu de casi todos los Tribunales de Amparo, es desechar demandas, o de inventar causas de sobreseimiento, para nunca conocer el fondo de los negocios, situación que produce inevitablemente denegación de justicia y la restricción de las garantías individuales, por defecto de la Ley y de quienes la aplican.

Nace la necesidad entonces de que la suplencia de la queja sea general y no limitada, y que además, que el quejoso cuente con asesoría jurídica, por lo que el Párrafo Segundo de la Fracción II del artículo 107 de la Constitución, debe reformarse para decir: “en el juicio de amparo y en todos los casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y el agraviado contará con asesoría jurídica adecuada”.

Y a fin de quitar el juicio de amparo el carácter de elitista, con el propósito también de evitar la denegación de justicia por parte de los Tribunales de Amparo, debe adicionarse a la Fracción mencionada un párrafo que diga: “En la demanda de amparo bastará que se señale a la autoridad o autoridades responsables, en el acto que se reclame en cada autoridad, el tercero o terceros perjudicados y el domicilio de éstos, si el agraviado los conociera, para que el Juez de Distrito, los Tribunales Colegiados de Circuito, o la Suprema Corte de Justicia, según sea el caso y el estado del juicio, proceda, existiendo el interés jurídico del quejoso, a estudiar si el acto o actos que se reclaman de la autoridad son violatorios de las garantías individuales; y en tal condición, a amparar y proteger al agraviado en contra de dichos actos. Queda a cargo de la autoridad responsable y bajo su más estricta responsabilidad, informar sobre la existencia de terceros perjudicados y del domicilio de éstos cuando la demanda sea omisa, así como para remitir todos los documentos y pruebas que tuviere relativos al acto reclamado o que sean antecedentes al mismo.”

Esa adición, bien puede hacerse y para los mismos fines en la Ley de Amparo, sí se estima que no deba ser reformada para ese efecto la Constitución, con el fin de evitar los nocivos efectos producidos por el desechamiento de demandas, sobreseimientos de amparos y negativas de concesión de amparo, en casos que debe protegerse al gobernado.

El Párrafo Cuarto de la Fracción II, también del artículo 107 Constitucional, estimamos que debe suprimirse la primera parte, en atención a que debe desaparecer las figuras del sobreseimiento y la caducidad procesal en el juicio de amparo, por ser injusto que se castigue al gobernado por el incumplimiento de los deberes de la autoridad; reformándose en tal sentido la Ley de Amparo, como adelante se indica.

DE LA LEY DE AMPARO.- Respecto a la Ley de Amparo, el principal defecto, entre otros, que permite que los actos de autoridad contrarios a la Constitución y violatorios de las garantías individuales, prevalezcan en forma indefinida y permanente, lo presentan los artículos 21, 22 y 218, en relación de la Fracción XII del artículo 73 de la misma Ley.

Los artículos 21, 22 y 218, de la Ley de Amparo, establecen términos para la presentación de la demanda de garantías; en el artículo 73 de la misma Ley, en su fracción XII, dispone que el juicio de amparo es improcedente contra los actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los citados artículos 21, 22 y 218.

Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del Derecho y menos del juicio de amparo; y generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consintiendo tácitamente un acto y por no contar con los medios para defenderse adecuadamente.

Lo anterior se traduce en que muchos de los casos no está en condiciones, ni tiene los medios, para estar en posibilidad de presentar la demanda de amparo en el término que para tal efecto fija la ley.

La figura de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento, ya sea expreso o tácito, debe desaparecer de la Ley de amparo, porque con ello se condena al pobre, o al ignorante, a la restricción de sus garantías prohibida por el artículo 1º Constitucional, y se condiciona al individuo a que no goce de las garantías individuales que otorga la Constitución, como lo demanda dicho precepto.

La figura de la improcedencia del juicio de amparo, por preclusión del término para promoverlo, debe concentrarse a los actos derivados de los procedimientos judiciales, en los que el agraviado sea parte y haya tenido plena audiencia, en atención a que es también interés de la sociedad el que los juicios tengan pronta resolución.

¿Cómo es posible que Código Civil Federal de 1928, que en su exposición de motivos nos presenta conceptos hermosos al hablar de un “Código Civil Social”, que rompe con el injusto principio de que “en los contratos la voluntad de las partes es la Suprema Ley”, sancionando con nulidad a los actos ejecutados en contra del tenor de las leyes prohibitivas o de interés público, no permita que los actos nulos puedan valer por prescripción o por confirmación y por el contrario la Ley de Amparo, permita que las violaciones a la Constitución a las garantías individuales, que constitucionalmente son irrenunciables, puedan prevalecer por consentirlo expresa o tácitamente el gobernado, lo que puede suceder por la amenaza de la autoridad, por ignorancia o pobreza?.

Si el artículo 1º Constitucional, establece el primer principio general de la Constitución y de los derechos del ser humano, el que todo individuo goce de las garantías individuales, y por ello es eminentemente público y de interés social, ¿Cómo entonces es posible que la Ley de Amparo permita la renuncia a las garantías individuales y que se dé el caso de restricción de las garantías individuales?.

Indudablemente, los artículos 21, 22, 73, fracciones XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una Ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado.

Lo mismo sucede con el sobreseimiento por inactividad procesal, previsto por la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo, ya que la práctica nos demuestra que todos los casos se presentan por inactividad de la autoridad, precisamente en los amparos en revisión, castigándose en forma injusta al quejoso por el hecho de que la autoridad no cumple con sus obligaciones; siendo que las partes generalmente residen en lugar distinto al Tribunal de Amparo y no tienen los medios para contratar la vigilancia del negocio, lo que se traduce en denegación de justicia, prohibida por el artículo 17 Constitucional.

Por ello, pensamos que debe desaparecer el Párrafo Cuarto de la fracción II del artículo 107 Constitucional la figura del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia.

En principio, y volviendo a las injustas causas de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento tácito derivado de la preclusión del término que señalan los artículos 21, 22 y 218 de la Ley de Amparo, éste término, atendiendo a las razones antes expuestas sobre la situación real de la sociedad mexicana, debe ampliarse a 30 días, y concretarse a los actos de autoridad derivados de procedimientos judiciales en los que el agraviado sea parte y haya tenido audiencia.

En todos los demás casos, el juicio de amparo debe poder promoverse en todo tiempo, mientras persista la violación a las garantías individuales y subsista el derecho del gobernado, porque el artículo 1º de la Constitución manda que todo individuo goce de las garantías que otorga la Constitución y que éstas no sean restringidas, salvo en los casos y condiciones que la misma establece, que en ésta nunca se establece por consentimiento expreso o tácito del gobernado.

En los amparos en contra de actos administrativos, salvo que los recursos puedan presentarse ante un Tribunal Administrativo, el amparo debe poder pedirse aún cuando exista recurso ante la misma autoridad, ya que la experiencia nos demuestra que la autoridad que emite el acto, siempre trata de sostenerlo a toda costa aún cuando éste resulte ilegal y contrario directa o indirectamente a la Constitución; y el perjudicado se encuentra en total desventaja procesal.

En esos casos de actos administrativos, cuando se dan y son contrarios a la Constitución, lesionando las garantías individuales, debe estar el perjudicado en posibilidad de promover el juicio Constitucional, por lo que debe adecuarse incluso, en tal sentido, la Fracción IV del artículo 107 Constitucional; especialmente, porque la mayoría del pueblo mexicano no tiene los medios para allegarse de asesoría jurídica, ni conoce las leyes ni menos los recursos administrativos, sobre todo porque los acto administrativos se dan en contra de los más pobres y desprotegidos; ello, atendiendo a nuestra realidad social.

Ahí se castiga, por ignorancia o por pobreza; o por la conjunción de esas dos situaciones, a aquél que no tiene los medios necesario para defenderse, por lo que la Ley se adecua a la necesidad social.

Toda Ley, debe nacer de una necesidad social y para satisfacerla, atendiendo a la realidad histórica del pueblo para el que se legisla, sino no tiene ninguna justificación; y nuestra Constitución, en su artículo 107, y la Ley de Amparo, en la fracción XV, actualmente no satisfacen los requerimientos del pueblo mexicano.

Deben reformarse a su vez los artículos 76 Bis y 116, de la Ley de Amparo, a fin de hacer más sencilla la formación de la demanda de amparo y no dar lugar a que por defectos de ésta, o de la queja, se niegue al quejoso el amparo y protección de la justicia federal, cuando a éste le han sido violadas las garantías individuales.

A fin de garantizar el fiel cumplimiento del artículo 1º Constitucional, la reforma al artículo 76 bis, de la Ley de amparo, podría ser en los siguientes términos: “Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir en todos los casos la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, y aún la ausencia de los mismos cuando el acto reclamado indicado por el quejoso sea violatorio de las garantías individuales de éste; debiendo suplir también la deficiencia de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece”. Con ello se lograría, que el juicio de amparo esté, como debe ser, al alcance de todo individuo en la República Mexicana.

Para simplificar la demanda de amparo, el artículo 116 de la Ley de Amparo, bien podría adicionarse con lo siguiente: “En caso de que el quejoso desconozca la existencia de tercero perjudicado, o por cualquier causa omitiere mencionar su nombre y domicilio, la autoridad responsable bajo su más estricta responsabilidad, estará obligada a proporcionar con su informe justificado el nombre y domicilio de éste”. “En caso de que el quejoso omita señalar las garantías violadas y los conceptos de violación, o lo hiciere equivocadamente, probándose la existencia del acto reclamado y siendo éste violatorio de garantías individuales, las autoridades que conozcan de él, deberán suplir esa deficiencia en la sentencia que en su caso se dicte.”

Otra de las cuestiones graves que presenta la Ley de Amparo, por omisión, y que en la práctica, por el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación trae como consecuencia la tramitación de miles de amparos innecesarios, a pretexto de la suplencia de la deficiencia de la queja, es por lo siguiente:

Es muy común, especialmente en materia penal, que al promoverse un juicio de amparo enderezado en contra de actos violatorios de las garantías consignadas por los artículos 16, Párrafo Segundo y 19 Constitucionales, aunque estén probadas en el juicio de amparo las violaciones de fondo de esos preceptos, que se traducen generalmente en la privación de la libertad del agraviado, al advertir los jueces de Distrito que el acto reclamado adolece de defectos de forma, invocando la suplencia de la deficiencia de la queja, resuelven el Amparo concediéndolo para el efecto de que subsanadas las violaciones de forma, la autoridad responsable en plenitud de jurisdicción vuelva a resolver sobre el libramiento o negativa de la orden de aprehensión, o de la formal prisión, según proceda.

Como consecuencia, la sentencia de amparo, dictada aparentemente para proteger al agraviado, por el contrario somete a éste a una larga, injusta e innecesaria prisión preventiva, lo que resulta a todas luces antijurídico y absurdo, atendiendo a las siguientes razones:

1a.- Por que se rompe con el principio jurídico, de que lo accesorio sigue a lo principal, por lo que existiendo una violación de fondo que es la principal, debe dejarse a un lado la accesoria, que es la forma.

2a.- Porque si en el juicio de amparo en contra de una orden de aprehensión, se reclama la violación directa de un precepto constitucional, como lo es en el Párrafo Segundo del artículo 16 Constitucional, que se refiere a una garantía específica y no la general que contiene el Párrafo Primero de la misma disposición, al darse la violación directa al Párrafo Segundo, resulta indebido que se deje de proteger al agraviado de esa violación, y se le conceda el amparo por defectos de forma, lo que equivale sin lugar a dudas denegación de justicia constitucional.

Lo mismo sucede cuando se reclama la violación a las garantías contempladas por el Párrafo Primero del artículo 19 Constitucional, que justificándose la violación a esa garantía específica, se deniega la protección de la justicia de la unión por ese concepto, y tratando de aparentar que se proteja al inculpado se le concede el amparo para el efecto de que se suplan defectos de forma, que la mayoría de las veces no existen y constituye un medio para dejar de conocer el fondo de los amparos en contravención a lo dispuesto por los Artículos 1º y 103 Fracción I Constitucionales.

El resultado, totalmente injusto, toda vez de que estando el agraviado privado de su libertad, sufre, en esas condiciones en que se da la violación a las garantías que otorgan los artículos 16, Párrafo Segundo, y 19, Párrafo Primero, para que se les dicte una nueva resolución que siempre es en sentido negativo para el quejoso, lo que motiva la promoción de nuevos juicios de amparo, totalmente innecesarios en contra de los nuevos Autos. Y si la autoridad responsable en su nueve resolución no suple las deficiencias de forma y no son tratadas, por cualquier causa, en el recurso de queja, de nueva cuenta el nuevo amparo será “concedido” para el mismo efecto de que se suplan las deficiencias de forma, pudiendo el agraviado estar indefinidamente detenido cuando se dan violaciones directas a los preceptos constitucionales mencionados.

3a.- La última razón, estriba que con esa perjudicial práctica, que sea negativamente por omisión de la Ley de Amparo y no por el sentido de la misma, ni de la constitución se eleva muy considerablemente el volumen de los Amparos en trámite en perjuicio de la administración de justicia, dado que la cantidad innecesaria de negocios retarda la administración de justicia y resta calidad a las resoluciones.

En tales condiciones estimamos que el Capítulo X del Título Primero de la Ley de Amparo, debe adicionarse con una disposición que diga: “Cuando en el acto reclamado existan violaciones de fondo y además de forma, en la sentencia se estudiarán y decidirán primeramente las primeras; y solo en el caso de que produzcan solamente las segundas se concederá en contra de éstas el amparo y protección de la Justicia Federal.”

Otra de las tantas cuestiones injustas a nuestro juicio que nos presenta la actual Ley de Amparo, se da en el recurso de revisión en juicios de amparo penales en los que se concede el amparo y protección de la justicia federal al quejoso y éste se encuentra privado de su libertad.

El efecto actual, para aquel que se encuentra privado de su libertad, ya sea por la orden de aprehensión, por un auto de formal prisión, por la negativa de fianza o por cualquier otra causa, es de que éste sigue privado de su libertad, cuando la autoridad responsable interpone revisión.

El efecto del recurso de revisión en esos casos, es suspensivo, porque no permite que la sentencia dictada por el Juez de distrito pueda ejecutarse.

La experiencia nos demuestra, que muchas de las veces el agraviado sufre las consecuencias de una prisión preventiva larga y tormentosa injustamente, cuando el recurso de revisión es resuelto en forma negativa a la autoridad responsable; demostrándonos, también la experiencia, que la tramitación de los recursos en amparo son sumamente tardados, en esos casos, en perjuicio grave para el quejoso.

Creemos justo, que existiendo en nuestras diversas legislaciones el efecto devolutivo en las sentencias que pueden ser recurridas, podría adicionarse el Capítulo XII del Título Primero de la Ley de Amparo, con una disposición que diga: “Tratándose de sentencias de amparo dictadas por el Juez de Distrito o por la autoridad que conozca del juicio de amparo que se promueva en contra de actos relativos a procedimientos penales en los que el quejoso se encuentre privado de su libertad en virtud del acto reclamado, éste podrá ser puesto en libertad provisionalmente mientras se resuelve el recurso de revisión, si la autoridad responsable lo interpusiere; tomándose desde luego las medidas necesarias para el aseguramiento del quejoso”.

O bien, puede establecerse que la autoridad responsable que en asuntos criminales en los que el quejoso esté privado de su libertad, concedido el amparo por el juez de Distrito o por la autoridad que conozca del juicio, interponga recurso de revisión que fuere declarado improcedente, estará obligada al pago de los daños y perjuicios causados al agraviado que serán determinados por la autoridad que conozca del juicio de amparo. Ello, a fin de evitar que al autoridad responsable interponga maliciosamente el recurso de revisión cuando el quejoso se encuentra privado de su libertad.

Por último, no sólo es necesario reformar o adicionar la Ley, sino que es responsabilidad de los Jueces y Tribunales Colegiados de Circuito, cambiar de espíritu y adquirir consciencia sobre la función tan importante que le deben a la sociedad de verdaderamente dar justicia; de saber, que su noble fin para el que fueron nombrados, es el de proteger a los individuos de la violación a las sagradas garantías individuales en contra de los abusivos actos de autoridad del exceso de poder, cuando los que lo ejercen se olvidan, que la soberanía reside en el pueblo y que, todo poder público emana del pueblo y se instituye para beneficio de éste; dejando atrás, la condenable práctica de desechar demandas, sobreseer y negar amparos infundadamente, cuando en realidad procede conceder la protección constitucional al gobernado; y recordar, que sin justicia, ningún pueblo puede lograr los fines que justifican la existencia del estado, una ideal convivencia y felicidad social.

JORGE ARELLANO MEDINA

INICIATIVA DE REFORMAS A LA LEY DE AMPARO, ENVIADAS POR EL PODER EJECUTIVO AL CONGRESO DE LA UNIÓN EN DICIEMBRE DE 1997.

LEY DE AMPARO

VIGENTE

Artículo 73.-…

I a IX…

X 1er párrafo…
Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19  o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente;

(Texto reformado el 8 de febrero de 1999 y que actualmente establece:

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente;)

XI a XVIII…

Artículo 95.- El recurso de queja es procedente:

I y II

III Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta Ley;

VI a XI…

Artículo 136.- Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito únicamente en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que hace a la continuación de éste.
2º párrafo.

3º

4º

5º

6º

7º

8º párrafo.

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el juez dictará las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre y cuando el juez o tribunal que conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona, por no habérsele solicitado.

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo.

Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En los casos previstos en el artículo 204 de esta ley, se considerará hecho superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido del informe y el juez podrá modificar o revocar la interlocutoria en que hubiese concedido o negado la suspensión; además, dará vista al Ministerio Público Federal para los efectos del precepto legal citado.
Se adiciona párrafo.

Artículo 138.- 1er párrafo

Se adiciona el 2º párrafo (
Artículo 155.-…

Se adiciona el 4º párrafo. (
REFORMA

Artículo 73.-…

I a IX…

X 1er párrafo…

Se deroga 2º párrafo

XI a XVIII…

Artículo 95.- El recurso de queja es procedente:

I y II

III Se deroga.

VI a XI…

Artículo 136.- Si el acto reclamado se hace consistir en una resolución jurisdiccional que pueda afectar la libertad personal y que aún no ha sido ejecutada, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de amparo, únicamente en cuanto a ella se refiere, quedando obligado a comparecer ante la autoridad que deba juzgarlo, en el término de tres días, a rendir su declaración preparatoria y para los demás efectos del procedimeinto. La obligación anterior es exigible, a fin de que pueda surtir sus efectos la medida suspensional decretada.

2º párrafo.

3º

4º

5º

6º

7º

8º párrafo.

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento judicial del orden penal y éste ya se hubiere ejecutado, el juez de amparo dictará las medidas pertinentes para garantizar la seguridad del quejoso en el lugar en que se encuentre recluido. Dichas medidas se impondrán, sin perjuicio de la libertad caucional que decrete, si procediere, el órgano jurisdiccional que debe juzgarle.

Las parte podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En los casos previstos en el artículo 204 de esta ley, se considerará hecho superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido del informe y el juez podrá modificar o revocar la interlocutoria en que se hubiese concedido o negado la suspensión; además dará vista al Ministerio Público de la Federación para los efectos del precepto legal citado.

Para la procedencia de la suspensión si el acto reclamado deriva de la probable responsabilidad en la comisión de delitos , es requisito que se garantice el monto estimado de la reparación del daño.

Artículo 138.- 1er párrafo

En los procedimientos penales el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del término de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público, y en caso de no hacerlo dejará de surtir sus efectos la suspensión concedida.

Artículo 155.-…

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá intervenir en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales, con la única atribución de formular alegatos. Para tal efecto, el órgano de control deberá notificarle la presentación de la demanda.

La derogación del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo me parece acertada, pues así se terminarán todos esos problemas jurídicos que en la práctica generan a los jueces; así se podrá nuevamente sobreseer en el juicio de garantías por cambio de situación jurídica cuando en virtud de la presentación del quejoso a declarar en preparatoria ante el Juez de la causa, se le decreta auto de formal prisión o de libertad por falta de elementos para procesar. También serán inaplicables las tesis que interpretaron el párrafo derogado.

La derogación de la fracción III del artículo 95 de la Ley de amparo, es correcta, puesto que es congruente con la propuesta de reformar al párrafo octavo del artículo 136 de la misma ley, en donde se suprime la facultad de conceder la libertad provisional bajo caución al Juez de amparo.

En el artículo 136, se reforma el primer párrafo; en cuanto a redacción la reforma es perfectible, pues no afirma la afectación del acto reclamado sino advierte la posibilidad de esa afectación y especifica al caso de privación de la libertad personal que aún no ha sido ejecutada; el efecto es el mismo en cuanto a que el quejoso quede a disposición del juez de amparo, únicamente en cuanto a su libertad personal, suprimiéndose el efecto de que quede a disposición del Juez que deba juzgarlo por lo que hace a la continuación del procedimiento penal, estableciéndose específicamente la obligación del quejoso a comparecer ante el Juez responsable en tres días a declarar en preparatoria y demás efectos del procedimiento, estipulándose como requisito sine qua non para que surta efectos la suspensión.

De hecho esta medida era tomada por los jueces de Distrito, variando el término de presentación y descuidándose un poco la efectividad de la medida.

La medida ha sido criticada por algunos doctrinarios pues argumentan que terminarán con la esencia del amparo - ¿qué caso tiene pedir la suspensión, si ésta misma obliga al quejoso a presentarme a continuar con un procedimiento, el que no acepta?-. Otros la admiten en aras del interés social.- Esta obligación trae como consecuencia necesaria un cambio de situación jurídica y el sobreseimiento del juicio de garantías. La anterior reforma de 1994, (2º párrafo, frac. X, art. 73) tendía a evitar el sobreseimiento, sin embargo se da marcha atrás. Pareciera que retrocedemos.

El párrafo octavo se modifica y suprime la facultad del Juez de Distrito de poder conceder la libertad provisional bajo caución si procediere y se está en el caso de que la privación de la libertad personal ya fue ejecutada. Se suprime en consecuencia el párrafo noveno, pasando en décimo íntegro a quedar como tal, el noveno. Sin embargo no se propone la modificación del párrafo segundo del artículo 130, en donde subsiste la facultad.

Se adiciona un último párrafo, estableciendo como requisito de procedencia para suspensión, garantizar la reparación del daño, cuando se trata de la comisión de un delito. Pareciera que es un requisito de procedencia de los que marca el artículo 124 de la Ley de Amparo y que la garantía debe ser previa a la solicitud. Sin embargo, cuando el quejoso interpone el amparo contra la orden de aprehensión, se supone que no sabe con exactitud de su existencia; de tal manera que en la provisional se exigirá al Juez responsable indique el monto estimado de esa reparación, y que el quejoso garantice esa reparación para que proceda la definitividad.

El artículo 138 se le adiciona un párrafo segundo, reiterando la obligación del quejoso de presentarse ante el Juez responsable dentro del término de tres días y estableciéndose la consecuencia para el caso de incumplir con dejar sin efecto la suspensión concedida. A mi juicio que no tiene razón de ser la adición de este párrafo, pues ya se propone en el primer párrafo del artículo 136.

Por último, se propone adicionar un cuarto párrafo al artículo 155, estableciéndose como parte en el juicio de amparo al Ministerio Público que actúe en el proceso ordinario con la única facultad de formular alegatos. Es decir, no podrá interponer recursos ni intervenir en el juicio de otra manera. A mi juicio que es positiva la adición, pues éste servidor público desde luego tiene interés en que se niegue el amparo al quejoso y hay que oírlo.

RICARDO OJEDA BOHÓRQUEZ

PONENCIA RELATIVA AL

 TÍTULO PRIMERO, CAPÍTULO X  DE LA SENTENCIA  ART. 80 DE LA LEY DE AMPARO. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

Son muchos los problemas de naturaleza laboral que se plantean ante los Tribunales de Trabajo, y que posteriormente a través del Amparo Directo, llegan al conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, que de acuerdo con las reformas del artículo 107 Constitucional, y a la Ley de Amparo que entraron en vigor el 15 de enero de 1988, son los competentes para conocer de los Juicios de Garantías de esa clase.

Ahora bien, los Tribunales Colegiados de Circuito casi invariablemente, cuando conceden el Amparo, precisan que éste se otorgue para un determinado efecto, lo que ocasiona además de retardo en la aplicación de la justicia, un cúmulo de trabajo para los propios Tribunales Colegiados, a quienes les regresan nuevamente los expedientes con nuevos Amparos, lo que motiva que en un Juicio Laboral se tengan que tramitar hasta tres Juicios de Amparo Directo, porque las responsables no interpretan correctamente el sentido de las ejecutorias.  Asimismo, sucede que en algunas ocasiones se conceden los Amparos para efectos, por  la falta de estudio de las responsables de una o dos pruebas, sin que éstas sean trascendentales para el fondo del negocio, lo cual también resulta determinante para que la administración de la Justicia Laboral sea pronta y eficaz:

Por lo que se propone:

1º.- Que tal y como lo señala el artículo 80 de la Ley de Amparo, la Autoridad Amparista debe señalar a las responsables como deben cumplir las ejecutorias en que la justicia de la Unión ampara y protege a los Quejosos.

2º.- Sólo para el caso de que las pruebas que dejara de valorar las responsables tuvieran trascendencia y eficacia para el resultado del Juicio, conceder el Amparo, de lo contrario resulta inútil la concesión de la protección.

3º.- Finalmente, porque en nuestra Legislación de Amparo no existe la figura de conceder Amparos para efectos.

PABLO  ENRIQUE BARRADAS ANCHONDO

REFORMAS A LA LEY DE AMPARO

DINO GRANDI, expresó: 

“El problema de la reforma de

las leyes es, ante todo un

problema de hombres”.

Nos postulamos por una reforma a la Ley de Amparo. Debemos cuidar que no se dé el deterioro de las instituciones Republicanas. En diciembre de 1994 se reforma la Constitución para crear el Consejo de la Judicatura Federal, que juristas oficiales y de la zona rosa, la calificaron como la reforma del siglo; y con la reciente reforma a la Constitución, las facultades del consejo se anulan, y “sin embargo, esas facultades administrativas constituyen el poder, el verdadero control en el Poder Judicial Federal. El Pleno de la Suprema Corte, por buena o por no tan buenas razones, no se había resignado a perderlas, cuando las tuvo se dio un sistema clientelar que dañó el prestigio de la Suprema Corte, del propio Poder Judicial y de la misma función jurisdiccional… tomada esa decisión política, hubiera sido preferible eliminar al Consejo de la Judicatura Federal… (sic)”.
“Tomada esa decisión política, hubiera sido preferible eliminar al Consejo de la Judicatura Federal”. (Jorge Carpizo, El Deterioro de las Instituciones, Revista NEXOS, No. 262, Octubre 1999).

Que no suceda similar deterioro con las reformas o con una nueva Ley de Amparo, que es la institución que ha logrado la unidad nacional y dado prestigio a México en el ámbito internacional.

“VALLARTA -nos dice- el Ministro GABRIEL GARCÍA ROJAS, le dio una categoría de altura y de nobleza al Juicio de amparo”, el Maestro BURGOA al igual que VALLARTA, ha comprendido todo el valor inmenso que tiene el Juicio de Amparo; pues, sobre la institución, nos dice: “… el amparo se creó con la Constitución Yucateca de marzo de 1841, bajo el pensamiento de Don Miguel (sic) Crecencio Rejón, se implantó como un medio protector de las garantías individuales (correctamente garantías de los gobernados) y como un medio de control y preservación de toda la Constitución”.

México es grande porque a través del Amparo se ha conservado la Unidad Nacional, al igual que la unidad que se produjo en Inglaterra con el “comon law”.

Todos nuestros amparistas han construido para la República el Juicio de Amparo, medio de Control de la Constitución, para salvaguardar las garantías individuales y velar por la democracia y el Sistema Federal.

“Legislar por perdurar es un vano intento de inmortalidad. Los bárbaros arrasan, o el tiempo las cubre de cenizas y olvido”. Las leyes de Rejón y Otero perviven, así como la Ley de 1861, el Proyecto de Vallarta de 1869, convertido en la Ley de 1882, la Ley de Mariscal de 1869, el Proyecto de Lafragua, de Dublán, la Ley de Amparo de 1919 y la Ley de 10 de Enero de 1936, “recogió los institutos de la ley anterior”, así como las reformas de 1951, 1957, 1968, de 79, 80 y 83. La Constitución y la Ley de Amparo, requieren de reformas para amoldarla a las transformaciones político-sociales.

Don EMILIO RABASA, comentado las leyes de 1836, que crearon EL SUPREMO PODER CONSERVADOR, nos dice:

“El hecho es que aquellas Constituciones fueron obra de invención para los legisladores y completa novedad para los pueblos: más que de hacer leyes de conformidad con los pueblos existentes, parecía que se trataba de hacer pueblos por medio de leyes inventadas”. (El artículo 14 Constitucional y el Juicio de Amparo, p.175).
Recordemos que en Italia la debilidad y corrupción de las instituciones públicas ocasiona fácil acceso al FASCISMO. Nosotros vivimos y nos desenvolvemos dentro de un régimen democrático, y por lo mismo, debemos de advertir que previo al proceso de formación de la ley, autor o autores deben de explicar su orientación y explicar porqué son necesarias; subrayando que en la Italia fascista, el Proyecto del Código Penal de 1927 del Ministro Alfredo Rocco, se dio a la estampa en Noviembre de 1929, y se promulgó el 19 de Octubre de 1930; “tiempo en que Italia regia ‘un régimen totalitario’; donde la imperante tendencia fascista, reclamaba nuevas leyes y nuevas fórmulas jurídicas protectoras del régimen italiano de entonces”, afortunadamente en México no ocurre cosa igual.

En la presentación del Proyecto del Código de Procedimientos Civiles para el Uruguay, EDUARDO COUTURE, afirmó:

“El Proyecto aspira, pues, a acentuar el carácter democrático de la justicia, a asegurar la primacía a que ésta corresponde en el sistema republicano de gobierno y a afianzar el libre juego de los derechos individuales inherentes al orden civil.”

El Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, ¿Fue una obra de una comisión de juristas cuajados, que crean la nueva Ley de Amparo para la historia? o ¿es una obra que recoge circunstancias políticas, o que será una nueva Ley de Amparo mandada al Congreso, como la mejor de las obras del ingenio humano?,  ¿Algunas veces se retocó o se modificó por la opinión de algún ilustre jurista del país, o por algún congreso jurídico, o por la opinión razonada de algún profesor universitario? ¿La Suprema Corte tiene en verdad una independencia similar a la Corte de Vallarta, para redactar una iniciativa de reformas o una nueva Ley de Amparo, que previamente sea analizada por juristas entendidos en la materia en todo el país? Indiscutiblemente que los actuales ministros son hombres de buena fe, de prendas morales, ¿pero tendrán la sapiencia jurídica? ¿serán talentos de primer orden?. Reconocemos las prendas intelectuales de los ministros JUVENTINO V CASTRO, de GUDIÑO PELAYO y de Don MARIANO AZUELA, sin embargo nuestras dudas obedecen a que recientemente al resolverse la contradicción número 21/91, relativa al tema de la ORDEN DE APREHENSIÓN, la Ministra SÁNCHEZ CORDERO, textualmente afirmó:

“Sinceramente si se opta por el otro proyecto (el que yo propongo) y la contradicción se resuelve en el sentido que sostiene vamos a dejar salir a todos los delincuentes, siempre estarán libres. Entonces, la responsabilidad es muchísima”.

“…en verdad me ATERRA –expresó el ministro GUDIÑO PELAYO- Dicen que se aplicará la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo tal como está, con la interpretación que ella le dio originalmente a su proyecto, todos los delincuentes saldrían libres. Bajo esta perspectiva todos los que están en la cárcel se encuentran ahí porque se les violaron sus garantías individuales. Esto llevaría a la conclusión de que esta Corte debió hacer algo al respecto desde hace mucho tiempo, sin embargo, considero que es incorrecto este planteamiento.” (Orden de aprehensión, series de debates, Pleno, pág. 24,1999).
Además, ahora los Ministros de la Suprema Corte cuentan con asesores (Revisión adhesiva, series de debates, México 1999).

En una Carta de IGNACIO L. VALLARTA dirigida a Don EZEQUIEL MONTES, Ministro de Justicia, afirma:

“Ningún deseo es más vivo y más sincero en mí que el de ver consolidada entre nosotros la sabia y benéfica institución del amparo; si alguna vez el abuso que de ella se hizo causó su desprestigio hasta poner en peligro su existencia sólo por no quererla encerrar en los límites que debe tener y que le reconoce la ley fundamental, es la institución más sabia, más liberal, más filosófica que se ha inventado desde que existe la ciencia del Derecho Constitucional, que prohibe los poderes arbitrarios; ningún trabajo, ningún sacrificio debe ser demasiado penoso para contribuir a que México tenga la gloria, entre los países más cultos, de definir, establecer y consolidar esa institución”. (Vallarta, El Juicio de Amparo y el Writ of Habeas Corpus, pág. 5).
Debemos conservar, y exhaltar la obra presente, lúcida y generosa de quienes volcaron sus anhelos de una patria mejor por el sendero de una justicia mejor.

En los tiempos del Presidente Miguel Alemán y siendo Procurador, el Maestro FRANCISCO GONZALEZ DE LA VEGA, se elaboró un proyecto de la Ley de Amparo, que alcanzó el rango de Ley; “… el proyecto se sometió a la opinión de las organizaciones de abogados y de los más reputados juristas del país”. La reforma surgió en un ambiente democrático, se recuerda la intervención de Don GABRIEL GARCÍA ROJAS que convoca “a los jusperitos a sesión de mesa redonda” y así nacen los Tribunales Colegiados de Circuito, con jurisdicción para decidir amparos directos y se crea la Sala Auxiliar con cinco Ministros supernumerarios, para despachar amparos directos civiles y se remitió a los Tribunales Colegiados los asuntos civiles, penales, administrativos y del trabajo.

Los principios sostenidos en la vigente Ley de Amparo no son tan anacrónicos, que se requiera una nueva Ley, sino que la realidad requiere de reformas que fortalezcan el sistema democrático de la Justicia Federal, para nosotros son las siguientes:

I.- ELIIMINACIÓN DEL AMPARO DIRECTO

Es deber del Presidente de la República, fortalecer el federalismo y el sistema democrático, como ya se ha hecho con las controversias y acciones constitucionales resueltas por la Suprema Corte y ahora los Tribunales Colegiados fallen sobre la aplicación de leyes locales; pues, a través del Amparo Directo, la autoridad Judicial Federal, conoce de las violaciones cometidas en sentencia definitiva, ya se trate de errores in procedendo o in iudicando. El amparo directo tiene la naturaleza de un RECURSO DE CASACIÓN, el artículo de los Códigos de Procedimientos Civiles (el federal de 1884), pasó a la Ley de amparo. “El artículo 131 de la Ley de Amparo de 1919, quitó la careta al amparo y lo presentó tal cual es: CASACIÓN”. ¿Dónde está el acto que vulnera la Constitución?.

La casación en que vive en el Juicio de Amparo, es una reminiscencia satanista, “so capa de evitar el caciquismo”; el mal continuó, y como una “sangrienta burla” por consideraciones políticas, se plasmó en la Constitución de 1917, desapareciendo la Justicia de los Estados para fallar en definitiva. El Constituyente del 17, en lugar de establecer la dignidad del fuero común, guiándose en la frase de Don Venustiano Carranza de que “los Jueces eran instrumentos ciegos de los gobernadores” para motivar el amparo casación, civil y penal, y citan la invocación a los legisladores, y no hubo protesta de algún gobernador “contra el triste remedio y mezquina promesa”, pero hoy lanzó el grito contra ese pecado venial, porque en los Estados hay juristas cuajados, magistrados con elevada moral e intelectual, que son ejemplo de independencia y dan pruebas de su capacidad.

Se necesita que los estados recobren su autonomía y su justicia que es sustraída a través del amparo directo.  Inmisericorde se sepulta la historia jurídica del federalismo, al retomar nuestro juicio de amparo “directrices casacionistas francesas, españolas e italianas, creando un conjunto híbrido, arbitrario y complicado y casi ineficaz”. (J. Ramón Palacios, La Suprema Corte y la Leyes Inconstitucionales, páginas 5, 6, 8 y 9 Ediciones Botas 1962).

La Corte de Vallarta integrada por MARTÍNEZ DE CASTRO, GUZMÁN, BAUTISTA, LANCASTER JONES y SÁNCHEZ GAVITO, han sostenido que la garantía de aplicación exacta de la ley contenida en el artículo 14 constitucional, valía para los juicios criminales, pues las palabras “juzgado y sentenciado” se emplean en los proceso criminales.

La Corte de VALLARTA admite el Amparo Directo contra Sentencias definitivas en materia penal (votos III, p. 23 y ss).

La Corte de Vallarta, funcionó como poder unitario; pues se pretendió y defendió que la Corte conociera de la inconstitucionalidad de las leyes y actos; para no vulnerar inmisericorde la autonomía de los Estados.

“VALLARTA, guiándose mas por un sentimiento de justicia que por la estricta interpretación del artículo 14 en relación con el 100 fracción I y 101 fracción I de la Constitución del 57, llegó a admitir el amparo directo ante la corte contra sentencias definitivas en el orden penal (Votos III, pág. 23 y sigts.), eliminando desde luego el amparo por los errores in iudicando y de actividades civiles que estaban debidamente garantizados en las leyes comunes…”. (J. Ramón Palacios Vargas, Instituciones de Amparo, pág. 358, Editorial Cajica, 1961).

VALLARTA, admitió el amparo casación fundándose en los artículos 14, 16, 19, 20, 21 y 25, que consagraban garantías del acusado y después el amparo judicial vivirá a expensas del amparo garantías.

Para el insigne magistrado IGNACIO L. VALLARTA, prestigiado Constituyente de 1856, consideraba a la desaparición del fuero local para procesar y fallar en definitiva, en juicios civiles “una sangrienta burla”. En torno a las sentencias definitivas impugnadas en amparo, VALLARTA, sostenía: “La corte no podría prever, aunque otra cosa no hicieran todas las causas civiles que a ellas viniera”, pues “el día que quedara consagrada como teoría constitucional –y ojalá que jamás suceda- quedaría irremisiblemente anegada y paralizada la corte, consumándose la total absorción de la justicia local por la justicia federal (ver EMILIO RABASA, el artículo 14, pág. 105 y ss).

VALLARTA tenía razón, pues la Suprema Corte y ahora los Tribunales Colegiados “pequeñas Supremas Cortes”, como los llamó el insustituible Ministro Don FELIPE J. TENA, tienen una competencia desorbitada, al absorber la justicia de las entidades federativas, convirtiéndose en un Tribunal ordinario de casación centralizada, función que sigue adueñada de la Corte con el tema de contradicciones de tesis y desplazada la competencia de legalidad a los Tribunales Colegiados.

Los Tribunales Colegiados no resuelven en audiencia pública y en muchas ocasiones destruyen el mérito de la sentencia que dictan los Magistrados de los Tribunales Superiores de los Estados. Sin embargo, la crítica no la dirigimos a su actuación, sino a los principios, al saqueo sin ideas federalistas de la soberanía de los Estados en demérito al régimen Federal, a las contradicciones de tesis que lógicamente no logran la Unidad Nacional a través de la jurisprudencia unificadora ni la Paz por el Derecho.

La teoría del ilustre jaliscience Don Ignacio L. VALLARTA, la expone la sentencia de JOAQUÍN VALDÉZ, que textualmente decía: “YO ME ATREVO A SOSTENER QUE TODOS AQUELLOS QUE AFIRMAN QUE LA GARANTÍA DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA CIVIL PUEDE CORRESPONDER A LA SUPREMA CORTE, SON UNOS IGNORANTES DE LA TEORÍA CONSTITUCIONAL”

“Pretender que el amparo surta los efectos de un recurso común, como la apelación, es desconocer la naturaleza de ambos, es confundir los principios, es hacer monstruosa mezcla del derecho constitucional y del civil. El amparo no juzga más que de la inconstitucionalidad de las leyes o actos de las autoridades y el recurso común sólo tiene la misión de corregir las injusticias que los jueces pueden cometer… No tengo necesidad de advertir que si desciendo del terreno constitucional al civil, no es porque me crea competente en mi carácter de Juez Federal para resolver cuestiones de aquella clase, sino sólo para comprobar con este mismo caso las iniquidades que de la mejor fe se pueden cometer, convirtiendo el amparo en apelación, resolviendo litigios civiles por medio del recurso constitucional.”

Vallarta siempre conceptúo una degradación o cuando menos un innecesario empequeñecerse, el que brotaba ineludible de la metamorfosis del supremo y dignísimo defensor de la pureza e imperio de la Constitución al laborioso y apto Juez común. No quiso arrojar la viril e insobornable toga de Ministro, para arroparse con el modesto atuendo del cultivado Magistrado de Tribunal de apelación. (Sentencia de CALVILLO).

Don EMILIO RABASA, nos dice:

“Empeñados litigantes y jueces en dar al artículo 14 la torcida aplicación que nunca pensaron los legisladores de 57, no buscaron jamás si podría tener otra de verdadera importancia constitucional, no investigaron sus orígenes ni su remota ni siquiera su inmediata historia; por analizarlo malamente con la gramática olvidaron el análisis jurídico que compara, relaciona y armoniza las diversas prescripciones de una ley, como partes de un todo que sólo en las cohesiones del conjunto revela la explicación y el oficio de cada parte. El mal fue así doble, pues a la vez que apareció en la Constitución un precepto bastardo, corrupto y perverso, desapareció el legítimo, uno de los más importantes de la Carta de 57”. (Autor citado, El Artículo 14 y El Juicio Constitucional, pág. 273, Editorial Porrúa, S.A., México, 1984).

El duelo fue largo y los postulantes al agotar sus argumentos, lejos de considerarse vencidos, las vigorosas exaltaciones que hacían del artículo 14, las trasladan al 16, y Vallarta evitando el amalgamiento del Amparo y atrofiamiento de la Corte, argumentó: “Cuando se reprobó, después de prolijo examen y reiterado estudio, la pretensión de extender el amparo a los juicios civiles por inexacta aplicación de las leyes, fue fácil notar que las doctrinas que no pudieron encontrar apoyo en el artículo 14 de la Constitución, fueron después de su derrota, a buscar asilo en el 16”… “se comprende luego que ella en el fondo es la misma de que usó para adulterar el sentido del artículo 14 de la ley suprema: es aquella doctrina que quería armar a la Corte de una omnipotencia judicial imposible en las instituciones humanas, haciéndola el juez supremo de todos los actos de todos los jueces de la República; es aquella doctrina que negó la interpretación judicial en todos los tribunales civiles, no queriendo reconocerla sino en la Corte para que así, so pretexto de juzgar de la aplicación exacta de las leyes, pudiera ella nulificar los fallos de todos los tribunales; es aquella que confundió la ley civil con la ley constitucional, pretendiendo que todos los derechos que aquella da, fueran protegidos por el recurso que ésta ha establecido para afianzar solo las garantías individuales que ella otorga; es en fin aquella misma doctrina que intentó convertir el amparo en monstruosa institución poniendo en peligro el prestigio, la existencia misma de ese benéfico recurso”. (Vallarta, “Cuestiones Constitucionales”, T. III, P.P. 34 y 35).

El artículo 26 del proyecto de la Constitución del 57 que definitivamente fuera el 14, nos dice Rabasa: “no fue nunca materia de discusión ni en su fondo ni en su forma”.

Dicho artículo “quedó en nuestra ley desnaturalizado por completo, falseado en su carácter, rebajado en su alteza, redundante y maltratado en su estructura”.(“El Artículo 14 y el Juicio Const.”, E. Rabasa, p. 12) “Por lo que a los orígenes se refiere, ya vemos que el artículo 14 no solo no merece un elogio; la crítica llega en este punto a su extremo de censura: el artículo 14 no es limpio linaje, es un espurio”. (Op. Cit., p. 18, Rabasa).

El uso del adverbio “exactitud” por el legislador fue impropio, para demostrar como entendía este concepto el constituyente, comenta el artículo 13, “Subsiste el fuero de guerra solamente para los delitos y faltas que tengan exacta conexión con la disciplina militar”: “Aquí no me atrevo a decir que haya simplemente intemperancia, pues hay una manifiesta impropiedad en el uso de la palabra exacto, que no puede emplearse referida a la relación, enlace o conexión de una cosa con otra”. (Rabasa, El art. 14 y 31 Juicio Constitucional, p. 54).

Repetimos con Rabasa “El artículo 14 de la Constitución se ve actualmente más que como un precepto que importa interpretar, como un problema que urge resolver”.

Naturalmente que en la construcción de VALLARTA contenía un error, al sostener que la ley penal es la que únicamente se aplica exactamente; pues el gran FRANCISCO CARRARA desde 1856 en su monumental tratado, había demostrado que la ley penal se interpreta “en la parte general y en la parte tipificadora”; de ahí que la Suprema Corte conoció del amparo directo penal por ese escotillón sentimental de VALLARTA; y la concepción de VALLARTA fue olvidada y ya MORENO CORA desde 1903 en su juicio de amparo nos muestra las abrumadoras estadísticas.

DON VENUSTIANO CARRANZA minimizó la justicia de los estados, criticó a los gobernadores que la prostituían y justificó la sustracción sin ideales federalistas la justicia penal a través del amparo directo, fundamentándose en la jurisprudencia de la Suprema Corte posterior a la corte de VALLARTA. Don VENUSTIANO CARRANZA llamó a los jueces de los estados “instrumentos ciegos de los gobernadores”, sin que nadie hasta la fecha viniese a combatirlo. El rezago no se hizo esperar y se cumplieron las profecías de VALLARTA y RABASA. El amparo judicial o casación sustrae inmisericorde la autonomía de los estados en olvido de los ideales federalistas.

El mal se sembró en la Constitución del 17, y se reprodujo en las leyes de amparo y se remozaba en la jurisprudencia posterior a Vallarta del régimen dictatorial.

El artículo 8º de la Ley Orgánica de 1869, estableció: “No es admisible el amparo en negocios judiciales”; pero la corte posterior a VALLARTA declaró procedente el amparo contra todos los actos EN EL JUICIO CIVIL. La Suprema Corte de 1857 “fue un tribunal de casación central revisor de todos los actos de autoridades comunes del orden civil en el ámbito de la república”. (J. Ramón Palacios, Estudios Jurídicos, pág. 169, Editorial Universidad de Nuevo León).

“La corte de VALLART de respetabilísima memoria, no fue más sabia que las que le han sucedido, no; lo que elevó a la altura a que no ha llegado otra laguna, fue que mantuvo siempre su tarea pareándose con los otros poderes y se negó a ser labor de tribunal de justicia, tanto como ser solícita cortesana del ejecutivo…. La corte de VALLARTA en su breve existencia comenzó a formar un cuerpo de precedentes que se impuso a los jueces y respetaron los letrados, no por ley conmitoria ni por cuenta del tendero, sino por la autoridad de aquel cuerpo que supo siempre ser el poder judicial, un poder supremo entre los supremos poderes”. (Organización de la Suprema Corte de Justicia y Juicio de Amparo, en Memoria del Primer Congreso Jurídico Nacional, 1992, publicado en el Libro El Pensamiento Mexicano sobre la Constitución de 1917, Antología 1987, págs. 351 y 352).

Cierto que nadie contestó los argumentos del insigne VALLARTA, pero hoy en el desierto del norte me hago eco de aquellos clamores y me opongo a la centralización de la Justicia Federal, que el legislador federal aceptó por la presión de los litigantes; pero es tiempo que los estados recobren su autonomía y se restablezca el régimen federal; los factores reales de poder consistente en el cacicazgo han disminuido y es un deber de ciudadanos defender el federalismo, despojándonos de esos prejuicios de los litigantes que se creían privados de sus derechos individuales, y que ya no tiene remedio la centralización de la justicia. En México, vivimos tiempos de revolución y reforma, se han establecido las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad en el artículo 105 de la carta magna, restablezcamos ahora la independencia de la justicia local.

El amparo ha degenerado, sobre el tema acertadamente el maestro RAMÓN PALACIOS, sostiene: “Cuando el conflicto no es de constitucionalidad, los tribunales de la federación nada tiene que hacer a través del juicio de amparo, inmiscuirse en estos asuntos es saquear con tesón y sin ideales federalistas la soberanía de los estados. Es mas, tal sistema es casación desnaturalizada o apelación mutilante, que pervierte la pureza del proceso, retarda la justicia y crea el desaliento en los estados”. (J. Ramón Palacios, La Defensa Jurídica del Federalismo, Revista de Derecho de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la Universidad de Michoacán).

El Primer Jefe constitucionalista Don VENUSTIANO CARRANZA en su Exposición de Motivos del Proyecto de Constitución, da una interpretación indebida al artículo 14 constitucional, y restringía la justicia de los estados, pues como ya hemos expresado decía “convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se inmiscuyen en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se había precisado tener un recurso, acudiendo a la autoridad judicial para reprimir tantos excesos” y finalmente afirmaba: “El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo en los juicios civiles, para librarse de las arbitrariedades de los jueces, que el gobierno de mi cargo ha creído que sería no solo injusto, sino impolítico privarlo ahora de tal recurso, estimando que bastaría limitarlo únicamente a los casos de verdadera y positiva necesidad”.

El Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, en su reciente obra: “Ensayos sobre El Derecho de Amparo, nos dice que el amparo directo se encuentra orientado por las necesidades ineludibles de la práctica, hacia la tramitación de un simple recurso”. (Autor y op. Cit., pág. 130, Ed. Porrúa y UNAM).

En la Constitución de 1917, nació el amparo indirecto y directo en materia penal y civil por errores de actividad y de juicio; contra los VOTOS de Don HILARIO MEDINA y Don HERIBERTO JARA; Constituyentes del 17 que “se habían opuesto sin descanso al amparo casación civil y mercantil” y presenciaron su derrota, y se incluyó el contencioso administrativo, a través de la Revisión Fiscal”. Don MARIANO AZUELA RIVERA, certeramente, acota: “La Revolución no hace mas que enriquecer lo que hereda del antiguo régimen, y conste que desearíamos sostener lo contrario”. (Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista Foro, p. 135, oct-dic. 1953).

Los Constituyentes, por consideraciones políticas como dijo CARRANZA, transaba en la mesa de debates; pues, el pensamiento de CARRANZA anida en el artículo 107 fracción II de la Constitución de 1917, olvidando la polémica en torno a la exacta aplicación de la ley en materia penal y civil, recogiendo la jurisprudencia del régimen dictatorial, de una Corte que se arrodilló a VICTORIANO HUERTA.

El rezago que anegaba a la Suprema Corte en 1951, llegaba a 35,000 negocios. La Corte envía a los Tribunales Colegiados 10, 000 expedientes y otros 10,000 a la Sala Auxiliar, integrado por los mayores juristas del país; y para noviembre de 1955 ya tenía 10,000 negocios de rezago. En 1967, la corte tenía 20,333 negocios de rezago.

La vigente Ley de Amparo, en su artículo 159, enumera las violaciones al procedimiento civil, que son las formas del Recurso de Casación. “Apelación, Casación, Amparo, suenan ya confundidos. No debe extrañar la censura a la Casación-amparo, porque se quiere ignorar que éste recibió todas las formas sacramentales y la técnica sutil de sus institutos, del manantial secular y purísimo de la Casación;…

Un día, sin dudarlo, triunfará la aplastante mayoría de juristas especializados que en México quieren suprimir en todos los órdenes procesales, los ritos del amparo-casación”. (J. Ramón Palacios, Vargas, Instituciones de Amparo, págs. 365, 366, 369 y 370, Editorial Cajica).

Por el principio de legalidad, nos dice Rabasa: “todas las leyes se vuelven constitucionales…. La justicia federal no podrá excusar el conocimiento del caso y hará una revisión del proceso y de la sentencia, y la misma puerta falsa del artículo 14, por donde toda la legislación común entra en la Ley fundamental sirve para echar fuera de la Constitución la independencia judicial de los Estados”. (Op. Cit. P. 43).

Pienso en VALLARTA, RABASA, MACEDO, MARIANO AZUELA RIVERA, y sostengo que el Amparo debe cumplir a su función de medio de control de la Constitución, dignificando a la Suprema Corte, para cumplir con la altísima función de interprete de la Constitución, y que la Justicia de los Estados, no debe sustraerse a través del Amparo directo, de cuya legalidad conocen los Tribunales Colegiados, conculcándose la autonomía de los Estados y el Régimen Federal.

Don MARIANO AZUELA RIVERA, afirma: “La defensa del particular contra violaciones a leyes ordinarias cometidas en juicios civiles o federales y contra actos ilegales de autoridades administrativas y juntas de conciliación y arbitraje, quedaría encomendada a tribunales especiales que, situados dentro del marco del Poder Judicial Federal y subordinados jerárquicamente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no fallarían amparo, sino que tramitaría y decidirían recursos de naturaleza similar a la apelación o a la casación y procedimientos organizados para defensa del particular frente a la administración, así como revisión de la legalidad de laudos de juristas de conciliación y arbitraje. La denominación de los recursos sería cuestión secundaria”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 139).

Don MARIANO AZUELA RIVERA, afirma: “A través de mi experiencia como Ministro de la Corte –en Sala que conoce de amparo directos civiles- he tenido oportunidad de fortalecer mi antigua convicción: la apelación es un procedimiento mucho más eficaz que el amparo para reparar las violaciones a la ley en los juicios civiles, en tanto que en materia de amparo, por un principio de respeto a los poderes de al autoridad responsable, el juez de amparo no puede sustituirse íntegramente a la propia autoridad, el Tribunal de apelación no sólo revoca la resolución apelada, sino que pronuncia la sentencia final, con lo cual se evitan graves problemas de ejecución de sentencia que se suscitan en el juicio de garantías; por otra parte, el amparo debe otorgarse con frecuencia para el sólo efecto de que la autoridad responsable examine cuestiones que no analizó, lo que da margen a pronunciamiento de una nueva sentencia que a su vez puede ser impugnada en nuevo juicio de amparo; la amplitud de poderes del tribunal de apelación, que puede examinar cuestiones no analizadas por el tribunal a quo, evita ese retardo en la administración de justicia;…”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 142).

La estructuración casacionista de la Justicia Federal ha creado una permanente incertidumbre jurídica. La degeneración de nuestro Juicio de Amparo no podemos aceptarlo como “evolución, como complementación o perfeccionamiento de su finalidad genérica”, como sostiene el Doctor HÉCTOR FIX ZAMUDIO. (El Juicio de Amparo, p. 156 y ss).

La Revolución traicionó en la mesa de debates, la justicia del pueblo mexicano, al establecer una defectuosa organización del Poder Judicial Federal y saquear sus ideales federalistas a través del Amparo Directo, la Justicia de los Estados.

El artículo 139 de la Constitución de 1824, para respetar el régimen federal, exigía que las causas fueren fenecidas en los Estados hasta su última instancia.

Don EMILIO RABASA, expresó: “Yo, que he sostenido esta iniciativa, os emplazo también para que dentro de poco tiempo vengáis conmigo a arrancar de nuestra Constitución el artículo 14, que la deshonra”. (Citado por el Dr. MARIANO AZUELA, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época, Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 132).

MARIANO AZUELA RIVERA, en torno al pensamiento de RABASA, no dice: “… pero está muy lejos de propugnar la supervivencia de un principio de exacta aplicación de la ley; vuelve los ojos hacia la Enmienda Quinta de la Constitución de Norteamérica que constituyera fuente inicial de inspiración de los constituyentes y sugiere una redacción del artículo breve y clara, ciñéndose a la expresión sencilla de la idea del precepto americano (garantía del debido proceso legal) y que adoptaron los constituyentes: exigir como garantía de la vida, la libertad y la propiedad, la resolución judicial que resulta de un proceso. Cómo ha de ser el proceso, lo dirán las leyes de cada jurisdicción y ellas darán los medios de corregir los abusos y los errores de los jueces”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época, Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 131).

El artículo 166 de la Ley de Amparo, en sus diversas funciones recoge las formas procesales del recurso de casación. El artículo 107 fracción VI Constitucional, establece los principios del Juicio de Amparo directo, como “proceso autónomo”, “pero –nos dice FIX ZAMUDIO- dichas expresiones no corresponden a la situación real que pretende regularse… nos encontramos ante un escrito (se refiere al artículo 166 de la Ley de Amparo, que exige requisitos), en el cual se plantea un recurso y no una demanda auténtica”. (HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, Ensayos Sobre el Derecho de Amparo, p. 1999, Ed. Porrúa y U.N.A.M., pág. 130).

RABASA, demostró, sin encontrar eco, que el Juicio de Amparo directo es un RECURSO que impugna la aplicación de leyes comunes, y ello es cierto, toca a nosotros, a nuestro tiempo depurar nuestro Juicio de Amparo, eliminando su degeneración, rescatando la Justicia de los Estados y dar vigencia al Federalismo, piedra angular de nuestro sistema constitucional.

“Es preciso expulsar de la Constitución este artículo y substituirlo con otro que esté en armonía con los demás. Entonces el amparo será un juicio, la acción para entablarlo no se someterá a un breve término judicial, y en los casos en que deba ser prescriptible, lo será, pero derivándose los preceptos que normen su modo de extinguirse, de los principios fundamentales de la prescripción; la Ley del procedimiento en los Juicios de Amparo será otra vez respetuosa y, por ende, respetable, y los derechos del hombre reconquistarán sus fueros desconocidos y su autoridad menguada”. (E. Rabasa, “El Artículo 14 y el Juicio Constitucional”, p. 102)

ANULACIÓN GENERAL DE LAS LEYES

II.- El artículo 107 fracción II y 76 de la Ley de Amparo, limitan la eficacia de la sentencia de amparo contra leyes al quejoso, prohibida toda prolongación a otros sujetos que no hayan sido partes en la Litis Constitucional, “sin atacar –decía OCAMPO- al Legislador en su alta esfera de soberano”. La Ley así no se siente herida. Los Constituyentes del 57 y VALLARTA en la Corte, creían que la Ley inconstitucional perdería su fuerza moral, NO SE SUSPENDE SOLO POCO A POCO, BAJO LOS GOLPES REPETIDOS DE LA JURISPRUDENCIA LLEGA A SUCUMBIR AL FIN. VALLARTA pensaba así en vano, en el caso de FEBRONIO RAMÍREZ (Votos IV, p.35), esperaba que el gobernador del Estado de Guanajuato se “apresuraría a derogarla”; pero esas no son las bondades de la sentencia de amparo; por eso ante el cúmulo de leyes inconstitucionales, se requiere superar la relatividad de la sentencia de amparo, para darle advenimiento a la fórmula “erga omnes” de inconstitucionalidad; pues tenemos una Corte que hace alarde de su independencia suficiente para enfrentarse con energía, dignidad y habilidad política a los otros poderes. No hay control del Legislativo frente a las leyes inconstitucionales por jurisprudencia.

El texto vigente del artículo 107 de la Constitución, fracción II, y esto está retomado del texto de la Constitución Yucateca de 1840, dice que el amparo se concederá exclusivamente al quejoso para protegerle la garantía violada, sin hacer ninguna declaración general sobre la ley o el acto que la motivaron, esto que en un principio pareció inicuo, y que el insigne Diputado Ignacio Ramírez, luego Ministro de la Corte, objetó diciendo que era tanto como darles poderes a la Suprema Corte, al Poder Judicial Federal, para que se colocase encima del Congreso y ANULASE SUS LEYES Y, QUE ENTONCES ERA UN SUPERPODER, resulta que ha sido un minipoder, porque solamente la sentencia de Amparo está restringida al particular que obtuvo la sentencia favorable y la Ley sigue rigiendo, por eso el talentoso Don Manuel Moreno, cuando era Senador, él dijo, LA LEY ES LEGAL AUNQUE SEA INCONSTITUCIONAL, entonces hay que entender a Don Manuel Moreno, es un hombre muy erudito, muy inteligente ya que la Ley sigue rigiendo para todos, excepto para el sujeto quejoso que obtuvo la protección constitucional.

La declaratoria de inconstitucionalidad de la ley debe tener eficacia erga omnes, es decir, “hacer perder para siempre su eficacia normativa general y abstracta”. (Calamandrei, Derecho Procesal Civil, Tomo III, Editorial Ejea, págs. 32 y 33). OTERO en los artículos 16, 17 y 18 de su proyecto; y 22, 23 y 24 del Acta proponía, a través del Control Político, la anulación de leyes inconstitucionales. En su Voto Particular, decía: “… y la Constitución no debe dejar nunca a las leyes secundarias el poder de destruirlas…”. Nuestra Jurisprudencia y nuestros tratadistas negaron el principio de anulación, recogido por Austria y Alemania, cambiando el antro político por el control judicial, lo que viene del Poder Conservador de 1836 (art. 12) acta de reformas de 1847 y “que nosotros lo ahogamos con espectacular orgullo”.

En México en la reforma de 1987 y 1988, que se aparta del sendero de la Constitución americana, se estructura a la Suprema Corte como un Tribunal Constitucional, que ejerce la función del control de legitimidad de las leyes, siguiendo el sistema austríaco, obra personal del genial HANS KELSEN en 1920 y que matiza definitivamente en 1926 configurando el control concentrado.

La realidad punzante exige la transformación del principio de la relatividad de la sentencia debida al ilustre jurista jaliscience MARIANO OTERO, de ahí su denominación “fórmula de Otero”; para que el amparo contra leyes surta efectos generales, es decir que la sentencia adquiera valor erga omnes y así el Amparo contra Leyes será “el más genuino y estrictamente constitucional de las tres modalidades estructurales del Amparo”, como ha escrito el Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO siguiendo a Don MARIANO AZUELA, así pues, se necesita reformar el artículo 107 fracción II y el artículo 76 de la Ley de Amparo que consagra el principio de la relatividad de la sentencia.

El Maestro J. RAMÓN PALACIOS VARGAS, certeramente nos dice:

“No logramos ni entonces ni ahora comprender cómo el problema de leyes inconstitucionales en México pueda importar el “control de leyes”; el más genuino y directo control de leyes opuestas a la Carta, porque:

a).- La sentencia no adquiere valor erga omnes;

b).- La inconstitucionalidad de la ley es prejudicial lógica y jurídicamente estudiada en la sentencia, empero no llega al dispositivo;

c).- No obliga al Congreso ni al ejecutivo;

d).- La jurisprudencia sobre esas leyes tampoco abate la ley;

e).- Únicamente se impugna por el quejoso la lesión a sus derechos constitucionales particulares causados por la ley y se le ampara –en dado caso- contra ese perjuicio concreto;

f).- El Congreso puede votar y el ejecutivo promulgar y publicar leyes idénticas a las tildadas de inconstitucionales en los considerandos de las sentencias de amparo”. (Instituciones de Amparo, págs. 307 y 308, Ed. Cájica).

Don MARIANO AZUELA RIVERA, en su estudio “APORTACIÓN AL ESTUDIO DEL AMPARO CONTRA LEYES”, nos dice: “… el amparo interpuesto para obtener la declaración de inconstitucionalidad de una ley si de él se prescindiera resultaría dudosa la categoría de juicio constitucional atribuida a nuestro juicio de garantías”. (Autor y op. Cit., publicado en la Revista Jurídica Veracruzana, Tomo VII, Núm. 1. Pág. 7).

La historia del Amparo contra Leyes es brillantísima, pero al absorber los negocios judiciales y no tener efectos generales, la sentencia se va opacando, se impone reformarlo para ponerlo a la par, conforme la evolución de la doctrina procesal constitucional.

Recordemos la oración final de JOHN MARSHALL en su fallo en el caso de MADISON vs. MARBURY, que era: “Una ley contraria a la Constitución es nula y los Tribunales tanto como los demás departamentos de gobierno están obligados por dicha Constitución…”. “y las decisiones de la Suprema Corte asumen importancia especial sólo porque es la Corte de última instancia”. En consecuencia, nos dice GRANT, de los efectos de los fallos inconstitucionales se deduce que la invalidez de una Ley no data de la fecha en que la Corte así lo declaró, “de ahí que Las Cortes no invalidan las Leyes; se niegan a ponerlas en vigor porque no son válidas”. (Autor citado, El Control de la Constitucionalidad de las Leyes, pág. 430, Revista de la Facultad de Derecho de México, julio-septiembre 1992).

En nuestro sistema Constitucional el artículo 107 fracción II de la Constitución y el artículo 76 de la Ley de Amparo consagran el principio de relatividad de la cosa juzgada, limitándose la sentencia a amparar a los individuos particulares o personas morales, privadas u oficiales,… sin hacer una declaración general  respecto a la Ley o acto que la motivare.

La misión de la Suprema Corte, sostenía VALLARTA en el Voto de FEBRONIO RAMÍREZ (T. IV, p. 35) era evitar las Leyes inconstitucionales; sin embargo, esperaba que el Congreso Local del Estado de Guanajuato abrogara la Ley inconstitucional.

“Si el Congreso del Estado de Guanajuato se convenciera de la iniquidad de la Ley inconstitucional y se apresurara a derogarla, sería este caso el más brillante testimonio de la excelencia de nuestras Instituciones, de la bondad del amparo, que a la vez que asegura el goce de las garantías del individuo, fija el derecho público de la Nación haciendo imposibles las leyes inconstitucionales”. (Vallarta, Votos, IV, p. 35).

El sistema difuso del Control de la inconstitucionalidad del vecino país del Norte, desde MARSHALL, es que una Ley que repugna a la Constitución es NULA, ni crea derechos ni establece obligaciones, es como si nunca se hubiese dictado.

Por desgracia en México, no obstante, el precedente de MARSHALL de más de un siglo sobre “El Stare Decisis”, el cual declara nula la ley que pugna contra la Constitución, es decir que no obstante, no encontrar en la Constitución de Estados Unidos ni en las Leyes reglamentarias o secundarias un precepto que otorgue ese efecto derogatorio ya que en el sistema norteamericano del Stare Decisis, que arraiga desde la sentencia de Marshall y que llega hasta las recientes ejecutorias de “Brow y Borad Of. De. Topeka y Beeting Sharpe”, en donde se ha declarado nula la ley, y por lo mismo, ha de perecer, ha caracterizado al sistema de control constitucional de los E. U. A.

El precedente de la Sentencia Marshall, “MARBURY vs. MADISON” y los votos del insigne Vallarta, sientan las bases del derecho público de sus respectivas Naciones, y todavía continúan irradiando la autoridad de su sabiduría, y al igual que “las obras humanas se imponen por sí mismos”, ambos fueron “Jueces perínclitos”, sabios intérpretes de sus respectivas Constituciones y su obra jurídica continúa velando el sueño de la democracia de ambos países. Marshall y Vallarta, sientan las bases, definen los principios del Derecho Constitucional y cuando Marshall muere en (1835) “los precedentes tenía la autoridad más sólida y las prácticas quedaban consagradas como reglas invariables”, y fundamentalmente una ley inconstitucional “es tan ineficaz como si nunca se hubiere dictado”. (Norton V. Shelbey 118 U.S. 445, 482). “Estos varones constituyen los termómetros jurídicos que indican el avance o retroceso de nuestro Derecho”.

En México, la suprema Corte a través del Juicio de Amparo tratándose del Amparo Contra Leyes, dada la relatividad de la sentencia de amparo, que no surte efectos erga omnes, que no anulan la ley, evita realizar una justicia constitucional democrática, no tiene vigencia el principio de la igualdad frente a la ley.

El Maestro RAMÓN PALACIOS, nos dice: “Este efecto es el que invade de terror a nuestros constitucionalistas, que se han convertido en los resignados sepultureros de la facultad del Poder Judicial”. (La Suprema Corte y Las Leyes Inconstitucionales).

Así pues, con la competencia de la Corte para conocer de las acciones inconstitucionales, interpuestas por el equivalente del 33% de los integrantes de la Cámara de Diputados o del Senado, contra leyes Federales, Tratados o Leyes del Distrito Federal que expida el Congreso; así pues, tanto los fallos de la Suprema Corte sobe acción de inconstitucionalidad y la Controversia Constitucional, tendrán efectos generales cuando sea aprobado por una mayoría de 8 votos; así pues, se establece en nuestro país un sistema de justicia de jurisdicción constitucional especializada, por lo que la fórmula “Otero” de la relatividad de la sentencia debe transformarse y la sentencia de la Suprema Corte en Amparo contra Leyes debe surtir efectos generales erga omnes, estableciendo una justicia igualitaria; se necesita “la adopción en México –afirma el Maestro Palacios Vargas- de medidas enérgicas que revivan los viejos prestigios del Juicio de Amparo”. (La Suprema Corte y las Leyes Inconstitucionales, p. 105, Ediciones Botas, 1962).

Recordemos que RABASA nos dice que:

“El Juicio Constitucional merece los elogios que se le prodigan, como institución practica mantiene la Supremacía de la Constitución y protege al individuo en el goce de los derechos que de aquélla derivan; PERO NO HAY QUE OLVIDAR QUE ES SOLO UN INSTRUMENTO IMPERFECTO, HAY MUCHA DISTANCIA DEL IDEAL TEÓRICO QUE SE PERSIGUE”.

El Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, en su artículo “LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL EN IBEROAMÉRICA Y LA DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD”, afirma: “Pero además de la declaración general de inconstitucionalidad que se está imponiendo paulatinamente, y que tiene que vencer todavía los arraigados conceptos de la desaplicación para cada caso concreto, como sucede en México con la llamada ‘fórmula Otero’, la que se ha convertido en un verdadero dogma, justificable históricamente, pero vacío de contenido en la actualidad; el paso posterior que pueden dar los ordenamientos que ya han conquistado esa declaración general, es el establecimiento de una jurisdicción constitucional especializada, que debemos considerar como la verdadera culminación del desarrollo de la justicia constitucional en Iberoamérica”. (Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, Tomo XXXIV, Enero-Junio 1984, números 133-134-135, pág. 686).

Es necesario transformar la “fórmula de OTERO”, para que la sentencia de la Corte Constitucional en el amparo contra leyes tenga efectos de declaración general obligando a las autoridades responsables (Poder Legislativo) a la abrogación de la Ley inconstitucional para lograr una justicia democrática.

El principio ERGA OMNES de la sentencia, hace reflexiones en torno al artículo 25 del Acta de 1847, el artículo 102 de la Constitución de 1857 y de todas nuestras Leyes de Amparo, hasta llegar a nuestra Constitución, en el artículo 107 fracción II y 76 de la Ley de Amparo.

El principio de la relatividad de la sentencia de amparo debe superarse para que surta efectos generales la ley declarada inconstitucional por la jurisprudencia; y ello se debe a una evolución de los medios de control en Europa y Latinoamérica. Es una transformación que con toda seguridad aceptaría el ilustre Don Mariano Otero, como ya ha sucedido con la creación de la acción de inconstitucionalidad, que aunque se ha silenciado por el Legislador y autores de la reforma del artículo 105 fracción II de la Constitución, este medio de control no es más que el RECLAMO DE OTERO, (artículo 16, 17 y 18 de su Proyecto, 22, 23 y 24 del Acta de Reformas de 1847), cambiando el número de 10 diputados, 6 senadores por el 33%, y el órgano de control político a órgano de control judicial. El reclamo evolucionó de acuerdo con el avance de la democracia, y que con las controversias constitucionales, la Suprema Corte, adquiere la característica de un Tribunal Constitucional, que declara NULAS las leyes inconstitucionales; ya RAMÍREZ sostenía que “la derogación parcial” era un desatino y más convenía la derogación total y abierta.

JOSÉ BARRAGÁN, afirma: “Otero, en efecto, distinguió bien ambos sistemas el de la anulabilidad y el amparo, de que hablaremos seguidamente. Uno y otro sistemas se encomiendan a instituciones diferentes: la anulación estaba a cargo del Congreso general respecto de las leyes locales; y a la mayoría de las legislaturas respecto de las leyes generales;…”

“Mariano Otero diferenció perfectamente ambos sistemas. Si el sistema de la anulabilidad se le encomendaba al Congreso y, en su caso, a la mayoría de las legislaturas, era lógico prohibirle luego a la justicia el que hiciera declaración alguna acerca de la inconstitucionalidad de la ley o acto recurrido, debiéndose limitar a proteger al quejoso en particular. Tal prohibición, por tanto, impuesta o prescrita al Poder Judicial, era razonable y lógica dentro de todo el sistema de garantías de otero, pero carece de sentido en la Constitución de 1857 y en la de 1917, ya que en ninguna de las dos Constituciones se recoge la primera parte del sistema, o de la anulabilidad de las leyes anticonstitucionales. Decir que la justicia federal organizada conforme a las mencionadas Constituciones de 1857 y 1917, sólo puede amparar y proteger al quejoso y no puede pronunciarse ni sobre la constitucionalidad de la ley o acto que motiva el amparo, ni sobre la responsabilidad del agente, sólo porque la fórmula de Otero así lo indica, resulta una verdadera aberración, o una verdad a medias (si es que existen las medias-verdades) que sería injusta y minimalista”. (Autor citado, Facultades de la Justicia Federal en , Materia de Responsabilidad Según las Constituciones Mexicanas de  1824 y 1857, publicado en el Anuario Mexicano de Historia del Derecho III-1991, Universidad Nacional Autónoma de México, 1991).

Debe implantarse el principio de la eficacia erga omnes de la sentencia de amparo, cuando se forme la Jurisprudencia sobre la inconstitucionalidad de una ley, así se evitará la práctica de leyes inconstitucionales, porque la jurisprudencia, obligará a la autoridad legislativa a anular la ley, y no tendrá eficacia para casos futuros. “El amparo contra leyes es el más grave y el más genuinamente constitucional”. Es el motivo supremo del Juicio de Amparo.

Si la ley declarada inconstitucional se desaplica en cuanto al quejoso; y continua surtiendo sus efectos para todos los gobernados, entonces “se concluye –afirma PALACIOS VARGAS- que el amparo ha sido MAL ESTRUCTURADO”. (Instituciones de Amparo, p. 224).

El Tribunal Constitucional como Organo Supremo Jurisdiccional que protege la Supremacía Constitucional, debe ser un dique, al ejercer la función de su competencia frente a la inconstitucionalidad de las normas constitucionales; ese sería el verdadero “GOBIERNO NO LOS JUECES” SINO LA CONSTITUCIÓN; alcanzando así la Corte Suprema el PODER POLÍTICO CONSTITUCIONAL ejerciendo así un PODER de ENMENDAR LA CONSTITUCIÓN, pues, cuando la norma constitucional por chocar o contradecir con una decisión fundamente, debe ser declarada inconstitucional con efectos anulatorios, con fuerza erga omnes “que tiene, pues –afirma Eduardo García Enterría- una naturaleza puramente legislativa. Es, en consecuencia, el Tribunal Constitucional un Legislador…”. El Tribunal Constitucional Alemán –afirma BACHOF- ha integrado jurisprudencia de “NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES” (verfassungswidrige vafas sun snormen).

Si aceptamos el carácter de Tribunal Constitucional de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, siguiendo el modelo europeo que sigue el sistema de HANS KELSEN, establecido en la Constitución Austríaca de 1920 y 1929, debemos considerar, que debido a la evolución histórica y por estos mismos motivos, la Corte Constitucional tiene la función, mediante una interpretación de confrontar las normas constitucionales con las ESTRUCTURAS FUNDAMENTALES y si chocan, declaran INCONSTITUCIONALES LAS NORMAS CONSTITUCIONALES, que violan “los valores superiores” que consagran las DECISIONES FUNDAMENTALES de la Constitución de que habló SCHMITT, pues, esta función que debe de ejercer la actual CORTE CONSTITUCIONAL, es para proteger la Constitución contra la dictadura y el abuso del Legislativo.

Nuestra CORTE CONSTITUCIONAL como intérpretes Supremo de la Constitución, frente a la inconstitucionalidad de Leyes o actos y de “NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES”, debe constituir un auténtico factor real de poder en el seno del Estado Mexicano, cuyas sentencias deben de tener el valor erga omnes, frente a la colisión con la Constitución de un acto o Ley inconstitucional, o cuando la norma constitucional choca con otra de mayor jerarquía por contener una decisión político-jurídica de la constitucional o porque el proceso legislativo de la norma suprema contenga vicios de procedimiento. Esa sería “la obligación más fuerte, la vinculación más fuerte del Juez a la Constitución (higher, superior obligation)”.

III.- Sancionar el desacato de la jurisprudencia, como ya lo hizo el artículo 70 de la Ley de Amparo de 1882, que estableció como sanción la pérdida de empleo y prisión de 3 años al Juez que dolosamente desobedeciera cinco ejecutoria de la Suprema Corte; y sí de buena fe fallaba contra jurisprudencia, “por falta de instrucción o de descuido”, suspensión por un año. La obligatoriedad de la Jurisprudencia con expresión de BINDING, es una “campana sin badajo”.

IV.- Abrogarse la primera parte del artículo 196, que dice:

“Art. 196. Cuando las partes invoquen en el juicio de amparo la jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte o de los Tribunales colegiados de Circuito, lo harán por escrito, expresando el número y órgano jurisdiccional que la integró y el rubro y tesis de aquélla.”

La jurisprudencia como fuente de derecho –nos dice el Maestro ALFONSO NORIEGA- es una fuente formal, material, directa e interpretativa, es fuente formal, porque la jurisprudencia se equipara a la Ley en su fuerza obligatoria, sin llegar a constituir una norma jurídica”. (Alfonso Noriega, Lecciones de Amparo, Editorial Porrúa, p. 715, 1975) .

Si la jurisprudencia es fuente de derecho, porqué tiene que invocarse por las parte, no obstante no se invoque; máxime cuando se trata de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia, se suple de oficio (Jurisprudencia 145 del Apéndice de 1985). Suple la deficiencia de la queja cuando el acto reclamado se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte.

El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, obliga a suplir la deficiencia de la queja, fracción I.- “En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia”.

Ahora bien, la reforma de 1986 al artículo 76 bis, amplió la obligatoriedad de la suplencia de la queja. La fracción VI, dice: “En otras materias (civil y administrativa), cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta d ella ley que lo haya dejado sin defensa”.

J. RAMÓN PALACIOS, acota: “Esta suplencia deriva del artículo 107 fracción II de la Constitución, pero contrariamente, las irresponsables reformas de 1983 a la Ley de Amparo, exigen que se citen con minuciosidad las ejecutorias (art. 196) …cuando no se invocan por las partes; o se cumple con la Constitución o con el desatino de la Ley de Amparo”. (J. Ramón Palacios, Prólogo a la obra La Contradicción de Tesis y la Fijación de Jurisprudencia, de Gonzalo Hernández Servants, pág. 18, De. VOUVEM).

V.-  Debe reformarse el artículo 79 de la Ley de Amparo, para obligar a los Jueces Federales y Ministros a fundar sus sentencias no solo en los conceptos de violación y agravios, sino “además en los razonamientos de las partes”; este agregado de la Reforma de 1984, desnaturaliza la técnica de Amparo, de antaño existe Jurisprudencia de la Suprema Corte, que ha sido sostenida.

VI.- El Recurso de Revisión interpuesto por el Ministerio Público Federal contra la sentencia constitucional que concede al quejoso el amparo, no debe tener efecto suspensivo.

En el PROYECTO DE LA LEY “DUBLAN”, en su artículo 14, dice: “La sentencia que manda amparar y proteger, sólo es apelable en efecto devolutivo, y se ejecutara sin perjuicio del recurso interpuesto”.

VII.- Modificar el artículo 5 Fracción IV de la Ley de Amparo reformada el 10 de Enero de 1994, para precisar que el Ministerio Público Federal podrá interponer los recursos contenidos en el artículo 82 de esta Ley, siempre que tenga LEGITIMACIÓN E INTERÉS JURÍDICO, siguiendo los lineamientos del Amparo en Revisión Número 2,971/88, resuelto por el H. Pleno de la Suprema Corte, siendo Ministro Ponente FRANCISCO PAVÓN VASCONCELOS. En dicha Ejecutoria, se argumenta: 

“…sólo están legitimados en la causa:… los que jurídica y directamente van a ser afectados en sus derechos por la sentencia y, asimismo, únicamente tiene legitimación para recurrir ésta, la parte a la que la resolución haya afectado en su derecho, regla que se recoge también en el juicio de amparo tratándose del recurso de revisión.

En efecto, si velar por el orden constitucional y el interés público significa en el caso a estudio la facultad de actuar en defensa del interés que la Constitución y las leyes señalan específicamente como propio de la institución Ministerio Público, el concepto es correcto; pero si con ello se pretende sostener que con la sola invocación genérica o abstracta de defender la constitucionalidad, el Ministerio Público puede interponer los recursos en el amparo con toda discrecionalidad y fuera del interés que específicamente le encomienda la ley, se estará desfigurando, de entrada, el concepto de interés jurídico, que ya no estará sujeto  a la comprobación técnica acerca de si se dan objetivamente los supuestos de la norma específica, sino que bastará la expresión subjetiva del recurrente”. Mas adelante, se expresa: “Como corolario de lo expuesto debe considerarse que la atribución otorgada al Ministerio Público Federal para vigilar la constitucionalidad y legalidad en el juicio de amparo, como parte, no implica la de interponer recursos sin la demostración objetiva de que la resolución impugnada afecta el interés jurídico que la Constitución o las leyes le encomiendan de manera específica”.

CONCLUSIONES:

I.- Se necesita reformar el artículo 107 fracción I, el artículo 76 de la Ley de Amparo, que consagran el principio de la relatividad de la sentencia de amparo, que limita su eficacia al quejoso a la cosa litigiosa, sin el control del Legislativo, al no adquirir o carecer de valor erga omnes.

II.- Es necesario superar la “fórmula de OTERO”, para que la sentencia de la Corte Constitucional en el amparo contra leyes tenga efectos de declaración general obligando a las autoridades responsables (Poder Legislativo) a la abrogación de la Ley inconstitucional para lograr una justicia democrática.

III.- La declaratoria de inconstitucionalidad de la ley debe tener eficacia erga omnes, es decir, “hacer perder para siempre su eficacia normativa general y abstracta”. (Calamandrei, Derecho Procesal Civil, Tomo III, Editorial Ejea, págs. 32 y 33).

IV.- Debe implantarse el principio de la eficacia erga omens de la sentencia de amparo, cuando se forme la Jurisprudencia sobre la inconstitucionalidad de una ley; así se evitará la práctica de leyes inconstitucionales, porque la jurisprudencia, obligará a la autoridad legislativa a anular la ley, y no tendrá eficacia para casos futuros. “El amparo contra leyes es el más grave y el más genuinamente constitucional”. Es el motivo supremo del Juicio de Amparo. “Una Ley Inconstitucional… es tan eficaz como si nunca hubiese existido”.

V.- Cuando la Suprema Corte por jurisprudencia integradora (5 ejecutorias) declare la inconstitucionalidad de una ley, tendrá eficacia general (erga omnes), será declarada nula. La declaratoria de inconstitucionalidad por la jurisprudencia será notificada al Congreso de la Unión, para su abrogación, en un plazo de 30 días; y a los Congresos Locales, en el mismo plazo, par los mismos efectos. La declaración de la inconstitucionalidad, como consecuencia de la anulación jamás podrá aplicarse.

VI.- A través del Amparo se deben impugnar LAS NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES.

El juicio de amparo debe ser un medio de control constitucional, y los actos de autoridad de la exacta aplicación de la ley, art. 14 y 107 Constitucionales y 166 de la Ley de Amparo, impugnable a través del Amparo Directo, recoge formas del Recurso de Casación que en Italia son competencia de la Corte de Casación y del Consejo de Estado, en Francia, absorbidos en México en el Amparo Directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito; toda esta competencia debe pasar a los Tribunales Superiores de los Estados por medio del Recurso de Apelación. Así se respetará la Justicia de los Estados y el sistema Federal. Las Salas de los Tribunales Superiores de los Estados, deben funcionar colectivamente, para evitar influencias del gobernador o de caciques.

VII.- Las formas del Recurso de Casación se consolidaron en el Amparo Directo, en el artículo 107 de la Constitución de 1917, permitiendo la impugnación de sentencias definitivas; o contra aquellas resoluciones que pongan fin al juicio, de conformidad con la reforma de 1988 a la Ley de Amparo.

VIII.- “Un día, sin dudarlo, triunfará la aplastante mayoría de juristas que en México quieran suprimir en todos los ordenes procesales, los ritos del amparo-casación”.

IX.- El recurso de revisión contra la sentencia constitucional que concede al quejoso el amparo y Protección de la Justicia de la Unión, no debe tener efectos suspensivos.

X.- Debe reformarse el artículo 79 de la Ley de Amparo para eliminar la frase “además en los razonamientos de las partes”, ya que el Juez al dictar la sentencia analiza los conceptos de violación o agravios, por lo que debe eliminarse este agregado de la reforma de 1984 que desnaturaliza la técnica del amparo.

XI.- Modificar el artículo 5 fracción IV de la Ley de Amparo reformado el 10 de enero de 1994, para otorgarle al Representante Social la facultad de interponer los Recursos de la Ley de Amparo siempre que tenga legitimación e interés jurídico.

XII.- Sancionar el desacato de la jurisprudencia, como ya lo hizo el artículo 70 de la Ley de Amparo de 1882.

NICOLÁS MARTÍNEZ CERDA.

Muy respetuosamente me dirijo a usted, para decirle únicamente a manera de comentario que me parece que nuestro juicio de amparo se esta volviendo un juicio de casación cuando se emite una sentencia para efectos, ya que la protección constitucional se da únicamente en la forma y no en el fondo del asunto.

Asimismo me gustaría comentar acerca de la garantía constitucional de la fracción VIII del articulo 20 de nuestro pacto federal en donde habla de los tiempos para ser juzgado una persona, cuando se pide un amparo en tal caso el amparo se da para el efecto de que se juzgue ipsofacto, y si se alega como violación en amparo directo dicen que son violaciones consumadas en forma irreparable, cuestión que me parece ilógica y contradictoria con la esencia de las garantías individuales que son instrumentos para equilibrar el poder del estado con el individuo. ya que si bien es cierto que de conceder el amparo en estas cuestiones podrían algunos decir que los mismos procesados procurarían su letargo, pero también lo es que el juez tiene facultades jurisdiccionales para suspender el procedimiento y así evitar dicha transgresión a las garantías individuales de los ciudadanos.


ROBERTO BECERRA LÓPEZ.

PROPUESTAS PARA REFORMAR DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE AMPARO

1. Propongo una adición al artículo 5º, párrafo II, inciso c), parte final, de la Ley de Amparo, a fin de precisar que en el caso de la persona o personas que sin haber gestionado el acto reclamado tengan interés directo en la subsistencia del propio acto, sean designadas con toda precisión en el capítulo respectivo de la demanda de garantías, según las circunstancias de cada caso, pues la realidad y la experiencia demuestran que en infinidad de casos en que los actos reclamados debían permanecer subsistentes en beneficio de diversas personas y aun de comunidades enteras, estas jamás son oídas en el juicio de amparo respectivo, porque ni los agraviados las designan, ni los Juzgados de Distrito disponen de oficio tenerlas como terceros perjudicados.

2. Propongo reformar el artículo 27, párrafo primero, de la Ley de Amparo, a efecto de que se supriman las palabras “a cualquier persona con capacidad legal”, de la disposición que establece:

“El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada…”, pues esta disposición en la actualidad y desde hace mucho tiempo es absolutamente obsoleta e inoperante, ya que si bien existen muchas personas con capacidad legal, en realidad el tecnicismo y la metodología específica del juicio de amparo, incluyendo su terminología y sus instituciones procesales exclusivas, no permiten que “cualquier persona”, pueda gestionar el juicio de garantías, esto como una cuestión evidentemente que no requiere mayor demostración, pero además el uso forense ante los Juzgados Federales, de acuerdo con la legislación de Profesiones, obliga a que en el juicio de amparo se tengan por autorizado únicamente a quien acredite poseer patente profesional para ejercer la profesión de abogado, o bien de Licenciado en Derecho. En consecuencia, el citado artículo 27 solamente debe permitir la autorización a quienes demuestren encontrarse en ejercicio de la citada profesión.

3. Propongo adicionar el artículo 28, fracción II, último párrafo de la Ley de Amparo, a fin de que en todos los casos se notifiquen personalmente las sentencias definitivas y sentencias interlocutorias que lleguen a pronunciarse durante la tramitación del juicio de amparo en lo principal, y en sus incidentes, particularmente el incidente de suspensión, pues el reiterado uso forense de notificar por lista esas resoluciones cuando aparecen pronunciadas con la misma fecha de la celebración de la audiencia que las precede, ubica continuamente al interesado en estado de indefensión, ya que para éste es sumamente difícil conocer cuándo las labores del Juzgado permitirán el pronunciamiento de la resolución correspondiente, es decir, si en la misma fecha de la audiencia o en una posterior incierta.

Propongo además, que en el acto de notificación, se acepte la petición verbal por parte del interesado, de la expedición de copia de la resolución notificada, lo que por lo demás ya autoriza el artículo 3º de la Ley de Amparo.

4. Propongo la reforma al artículo 37 de la Ley de Amparo, a fin de que en los casos de la violación a las garantías que indica, se establezca la obligación de promover el juicio de amparo ante el superior del tribunal que cometa la violación, pues cabe considerar dos beneficios evidentes derivados de esta reforma: a) una participación, educación, y efectiva presencia de los tribunales del fuero común en la defensa de las garantías constitucionales, y un control más amplio desde el punto de vista constitucional sobre los actos de los jueces penales de primera instancia; b) un alivio en la carga de trabajo de los juzgados de Distrito, que debe redituar en una mejor impartición de la justicia federal.

5. Propongo una adición al artículo 73, fracción XV, último párrafo, de la Ley de Amparo, en el sentido de que no exista obligación de agotar algún recurso administrativo, si el término legal y efectivo para que se promueva, tramite y resuelva éste, excede al término de 30 días que en el artículo 147 de la Ley de Amparo se señala para la celebración de la Audiencia Constitucional. Esta propuesta es atingente en la actualidad, porque se traduce en una auténtica denegación de justicia el tiempo real que tardan las autoridades administrativas en resolver los recursos ordinarios.

6. Propongo reformar totalmente el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, a fin de que la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de garantías, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la propia Ley, opere en absolutamente todas las materias, y que se reserve el principio de estricto derecho exclusivamente a cargo de la autoridad responsable; e igualmente que la jurisprudencia definida que declare la inconstitucionalidad de una ley, se comunique al órgano legislativo responsable, a fin de que de inmediato derogue la ley reclamada.

Planteo la propuesta anterior, en relación a la suplencia, porque desgraciadamente como puede constatarse en multitud de ejecutorias pronunciadas en el juicio de amparo, los tribunales de la Federación inopinadamente aplican la suplencia más allá de un mero arbitrio discrecional, y sin limitarse a los casos verdaderamente manifiestos, se sustituyen a las autoridades responsables y rebasan la soberanía de éstas sobre todo en la estimación y valoración de las pruebas, y despojan arbitrariamente de sus efectos jurídicos a resoluciones en materia civil, mercantil, laboral, pronunciadas en juicios en los que en realidad no hay violaciones manifiestas que suplir, ni las partes litigantes han estado nunca en estado de indefensión, lo cual se traduce en verdaderos perjuicios para los interesados, contrapartes de los favorecidos con la suplencia.

Planteo asimismo la propuesta en relación a los efectos generales  de la jurisprudencia definida sobre inconstitucionalidad de la Ley, en virtud de que el desenvolvimiento histórico-jurídico del juicio de amparo, demuestra que ha superado el riesgo de convertirse en instrumento político, que fue el principal motivo por el que se instauró el principio de relatividad del juicio de amparo, también conocido como principio de Mariano Otero, en el siglo XIX.

7. Propongo adicionar el artículo 108 de la Ley de Amparo, con un penúltimo párrafo, a fin de establecer que en tanto no se agoten las instancias previstas en el propio numeral para determinar si existe o no repetición del acto reclamado, no empiece a correr el término para la promoción de un nuevo juicio de amparo.

Esta adición que propongo, es absolutamente indispensable, pues cuando el agraviado promueve el incidente de repetición del acto reclamado, técnicamente no debe promover otro juicio de amparo contra el acto que se estima reiterativo, pues equivaldría a aceptar que se trata de un acto nuevo, lo que es contradictorio con el incidente de repetición; y por otra parte el tiempo que tarda la Suprema Corte de Justicia de la Nación en resolver si existe o no repetición del acto reclamado excede notoriamente el término para promover un nuevo amparo, en caso de que el Alto Tribunal determine que no hubo la repetición. Y claro, en esta última hipótesis, cuando el agraviado promueve finalmente el nuevo amparo, el Juzgado de Distrito simple y sencillamente desecha la demanda de garantías por extemporánea, lo cual convierte la denuncia de repetición del acto reclamado en un verdadero azar.

8. Propongo adicionar el artículo 124 de la Ley de Amparo, con un último párrafo que establezca con toda precisión, que la materia del juicio de amparo que debe proteger cautelarmente la suspensión, está constituida por todos aquellos derechos que detente o posea el agraviado, derivados de la situación jurídico-legal afectada por el acto reclamado, y cuya validez o invalidez dependerá de la sentencia definitiva que determine la inconstitucionalidad, o constitucionalidad, de los actos reclamados en lo principal, y que son esos derechos precisamente los que deben protegerse cautelarmente por la suspensión, hasta el fallo definitivo del juicio de garantías.

La adición anterior es del todo necesaria, en razón del sinnúmero de autos de suspensión provisional y de interlocutorias de suspensión definitiva, pronunciados por los Tribunales Federales, que demuestran la imprecisión y la vaguedad respecto al concepto de la materia del amparo para la suspensión, frecuentemente confundido con el acto reclamado mismo al grado de que en muchos criterios judiciales se sostiene increíblemente que son el acto reclamado y los efectos que genera, los que tienen que conservarse hasta la conclusión del juicio de garantías, criterio con el cual se deja en absoluto estado de indefensión al quejoso, por lo que ve al aspecto cautelar de la suspensión.

9. Propongo modificar el artículo 23, tercer párrafo, de la Ley de Amparo, solo en cuanto se refiere al telégrafo, así como los demás numerales de la misma ley, que igualmente mencionan ese noble pero anacrónico medio de comunicación, a fin de que sea substituido por medio de comunicación modernos y actualizados, como el FAX debidamente autentificado o confirmado, o bien por el correo electrónico (E-Mail), o por ambos, lo que reflejaría una auténtica actualización de la Ley de Amparo.

Bulmaro Corral Rodríguez.

En cumplimiento a los lineamientos propuestos en su atenta carta de fecha 22 de  noviembre de 1999, procedo a manifestar lo siguiente:

a) Mi propuesta consiste en que la actual redacción  de la primera parte del último párrafo del artículo 99 de la Ley de Amparo, se corrija y no vaya a incluirse tal como ahora está en el artículo equivalente de una nueva ley de la materia.

b) Lo anterior lo propongo no solamente porque existe una deficiente técnica en la redacción actual de dicho precepto legal, dado que en los tres primeros párrafos del mencionado artículo 99 de la Ley de Amparo, lo que se regula es ante quién debe interponerse el recurso de queja en los diversos supuestos que prevé el artículo 95 de la citada ley, y no dentro de qué término debe hacerse dicha interposición, en virtud de que tal cuestión está expresamente regulada en el artículo 97 de la propia ley; sino además porque en la primera parte del último párrafo del artículo 99, aunado a la falta de técnica de incluir el término para la interposición del recurso de queja previsto en la fracción XI del artículo 95, que ya se encuentra expresamente señalado en el artículo 97, fracción IV, que es el precepto ad hoc para ello, el término que indebidamente en él se incluye no coincide con el señalado en la fracción IV del artículo 97.

En efecto,  mientras que en este último se dispone:

 “Art. 97.- Los términos para la interposición del recurso de queja, serán los siguientes: ...IV.- En el caso de la fracción XI del referido artículo 95 dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida”; 

En cambio en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se establece:

 “...En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”;

Esto es, el artículo 97, fracción IV, claramente señala el término de veinticuatro horas siguientes a la en que surta efectos la notificación correspondiente, y de manera discrepante en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se alude a un término de veinticuatro horas pero no contadas a partir de la en que surta sus efectos la notificación, sino a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos tal notificación, lo que constituye una antinomia que genera inseguridad jurídica para la parte recurrente, puesto que a ciencia cierta no sabrá cuál de esos dos términos deberá atender, con el riesgo de que si opta por el segundo, que es más amplio, si el Tribunal Colegiado considera que el que debe regir es el previsto en el artículo que específicamente regula los términos en esa materia, que es el 97, fracción IV, se podría desechar por extemporáneo el recurso de queja así interpuesto.

La antinomia antes destacada tiene fácil solución, suprimiendo la parte relativa al término de interposición que indebidamente se incluyó en el precepto que nos ocupa.

c) Por ello propongo que la redacción de la primera parte del último párrafo del actual artículo 99 de la Ley de Amparo, o su equivalente en la nueva ley de la materia, quede como sigue:

 “... En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”.

Por último, tal como usted nos lo indicó, acompaño al presente documento el diskette que lo contiene.

Sin más por el momento, quedo a sus apreciables órdenes para cualquier aclaración.

JORGE HIGUERA CORONA
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